
 
 

HONORABLE CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CONSTITUIDA EN TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

DE EXHIBICIÓN PERSONAL. 

 

I.​ COMPARECENCIA 

a)​ DISABILITY RIGHTS INTERNATIONAL, a través de su Representante, PRISCILA LUCIA 

RODRIGUEZ BENAVIDEZ, de treinta y tres años de edad, mexicana, jurista, con domicilio en Washington 

D.C. Estados Unidos de América.   

b)​ ASOCIACIÓN COLECTIVO VIDA INDEPENDIENTE a través de su Presidenta y Representante Legal 

SILVIA JUDITH QUAN CHANG, de cincuenta y un años, soltera, guatemalteca, licenciada en Química, con 

domicilio en el departamento de Guatemala, quien también actúa en nombre propio. 

c)​ FUNDACIÓN PARA EL BIENESTAR Y DESARROLLO, a través de su Gerente y Representante Legal 

MAYRA YANET RECINOS BEKKER, de sesenta años, soltera, guatemalteca, Médica, con domicilio en el 

departamento de Guatemala, quien también actúa en nombre propio. 

d)​ DIEGO ROBERTO ESTRADA TOBAR, de treinta y cinco años, soltero, guatemalteco, Abogado y Notario, 

con domicilio en el departamento de Guatemala, actúo en mi calidad de ciudadano y en observancia de mi deber 

de cumplir y velar porque se cumpla la Constitución de la República. 

e)​ ADA MIRLENA MELGAR QUIÑONEZ, de cincuenta y siete años, casada, guatemalteca, Licenciada en 

Psicología, con domicilio en el departamento de Guatemala, actúo en mi calidad de ciudadana y en observancia 

de mi deber de cumplir y velar porque se cumpla la Constitución de la República. 

f)​ JOSUÉ RODOLFO CANÚ GRANADOS, de cuarenta y nueve años, soltero, guatemalteco, Perito Contador, 

con domicilio en el departamento de Guatemala, actúo en mi calidad de ciudadano y en observancia de mi deber 

de cumplir y velar porque se cumpla la Constitución de la República. 

g)​ CLAUDIA MARINA ORDÓÑEZ TORRES, de cuarenta años, soltera, guatemalteca, Abogada y Notaria, con 

domicilio en el departamento de Guatemala, actúo en mi calidad de ciudadana y en observancia de mi deber de 

cumplir y velar porque se cumpla la Constitución de la República. 

h)​ GUSTAVO ADOLFO MUÑOZ SOLIS, de cincuenta y ocho años, soltero, guatemalteco, Bachiller en Ciencias 

y Letras, con domicilio en el departamento de Guatemala, actúo en mi calidad de ciudadano y en observancia de 

mi deber de cumplir y velar porque se cumpla la Constitución de la República. 

i)​ WILLIAM ALEXANDER ZAPETA OSORIO, de treinta y ocho años, soltero, guatemalteco, Sociolingüista, 

con domicilio en el departamento de Guatemala, actúo en mi calidad de ciudadano y en observancia de mi deber 

de cumplir y velar porque se cumpla la Constitución de la República. 

 

II.​ OBJETO DE NUESTRA COMPARECENCIA 

Respetuosamente comparecemos a promover accion constitucional de Exhibición Personal contra el Estado de 

Guatemala, a favor de las personas internadas en el Hospital Nacional de Salud Mental, Carlos Federico Mora, por la 

vulneración sistemática a su libertad individual, en conexión a sus derechos a la vida, a la integridad personal, a la 

capacidad jurídica, a la salud y al derecho a vivir en forma independiente, reconocidos en la Constitución Política de la 

República de Guatemala y los tratados internacionales en materia de derechos humanos que forman parte del bloque de 

constitucionalidad.  

 

III.​ UNIFICACIÓN DE PERSONERÍA 
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Los comparecientes unificamos personería en Silvia Judith Quan Chang, a quien solicitamos respetuosamente se tenga 

como representante común dentro del presente proceso. 

 

IV.​ AUXILIO PROFESIONAL 

 

Actuamos bajo el auxilio, dirección y procuración de los Abogados Flor de María del Carmen Salazar Guzmán y Diego 

Roberto Estrada Tobar, colegiados activos número ocho mil novecientos diecinueve y trece mil seiscientos setenta y tres, 

respectivamente, quienes podrán actuar de forma conjunta o separada, indistintamente. Señalamos como lugar para 

recibir notificaciones los casilleros electrónicos del Organismo -Judicial identificados como FS cero cero cero veinte mil 

ciento sesenta y siete (FS 00020167) y DE cero cero cero veinte mil cincuenta y seis (DE00020056). 

 

V.​ ENTIDADES A QUIENES SE SOLICITA OTORGAR AUDIENCIA 

De conformidad con el artículo 113 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad, las disposiciones 

relativas al amparo serán aplicables a la exhibición personal. En tal sentido, derivado de la naturaleza del presente 

planteamiento, así como del carácter atípico del presente caso, se solicita se dé audiencia por un plazo prudencial, a partir 

de la notificación de esta demanda, a las siguientes instituciones:  

a)​ El Procurador de los Derechos Humanos (tercero interesado), quien puede ser notificado en la doce avenida 

número doce guión cincuenta y cuatro de la zona uno de esta Ciudad (12ª Ave. 12-54, z.1, Ciudad);   

b)​ El Consejo Nacional para la Atención de las Personas con Discapacidad (CONADI) (tercero interesado), 

entidad que puede ser notificada en la primera avenida, número cuatro guión dieciocho y cuatro guion 

diecinueve, zona uno de esta Ciudad (1ª Ave. 4-18 y 4-19, z.1, Ciudad);  

c)​ El Ministerio Público (tercero interesado), entidad que puede ser notificada en la sede de la Fiscalía de 

Asuntos Constitucionales, Amparos y Exhibición Personal ubicada en la sexta avenida número cinco guión 

sesenta y seis, zona uno, Edificio El Sexteo, de esta Ciudad (6ª Ave. 5-66, z.1, Edif. El Sexteo, Ciudad); 

d)​ La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas Para los Derechos Humanos (observador 

internacional), misma que puede ser notificada en su oficina en Guatemala, ubicada en la cuarta avenida, 

número doce guión cuarenta y ocho de la zona diez de esta Ciudad (4 ª Ave. 12-48, z.10, Ciudad). 

 

 

VI.​ ARGUMENTOS QUE SUSTENTAN LA PRESENTE PETICIÓN 

 

a.​ EL HOSPITAL FEDERICO MORA ES UNA INSTITUCIÓN INHERENTEMENTE 

PELIGROSA 

De acuerdo con el Informe de Verificación elaborado por la Procuraduría de los Derechos Humanos, al día 22 de junio de 

2020, se registraron 13 casos positivos de Covid-19 en el Hospital Federico Mora . Tan solo 1 mes después, al 26 de 1

julio, la cifra ascendió a 159 casos positivos. A raíz de esto, 2 personas infectadas por el virus fueron trasladadas al 

Hospital San Juan de Dios. Lamentablemente, fallecieron. Además, 3 médicos resultaron activos al virus . Señores 2

2 Informe de Acción Específica de 26 de julio de 2020: “Verificación sobre la implementación de medidas de protección para el resguardo de 
la salud y la integridad de los pacientes internos del Hospital de Salud Mental Federico Mora frente al COVID 19”.   

1 Informe de Acción Específica de 22 de junio de 2020: “Verificación sobre la implementación de medidas de protección para el resguardo de 
la salud y la integridad de los pacientes internos del Hospital de Salud Mental Federico Mora frente al COVID 19”.  
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Magistrados, es importante mencionar, para que Ustedes conozcan las dimensiones catastróficas e inhumanas de este 

problema, que esa cifra supera la mitad del total de personas internadas. 

Sin embargo, la situación de exclusión social de las personas privadas de su libertad en el Hospital Federico Mora no es 

un asunto que se originó en el contexto de la emergencia sanitaria Covid-19. Ella solo vino a agravar de manera 

exponencial su condición histórica de vulnerabilidad, la cual, en realidad, preexiste desde hace décadas, sin que se 

vislumbre voluntad alguna del Estado de Guatemala de orientar la solución de esta problemática hacia el cumplimiento 

de los compromisos internacionales asumidos. 

El Hospital Federico Mora es una institución adscrita al Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, en el que se 

proporciona atención ambulatoria e internamiento para las personas con necesidades de salud mental. Es importante decir 

que esta es la única institución de salud mental en Guatemala, un país de más de 17 millones de personas, en el que el 

10,2% es población tiene alguna discapacidad .  3

Esa institución está, a su vez, situada en la Zona 18, uno de los sectores más peligrosos de la Ciudad de Guatemala y en 

donde existe amplia presencia de grupos criminales, que están involucrados en el tráfico de drogas, armas y trata de 

personas con fines sexuales. Además, el referido Hospital se encuentra contiguo del centro de privación de libertad más 

grande de Guatemala,  y alberga a muchas personas con implicaciones penales, quienes se encuentran mezclados con 4

personas sin ninguna implicación penal. El resultado de las condiciones indicadas es una institución que se caracteriza 

por la violencia generalizada, el abuso desenfrenado, y la falta de control estatal.  

En el Federico Mora hay una violencia generalizada en contra de los pacientes, incluyendo violencia sexual y trata de 

personas, y en el que los custodios armados y algunos miembros del personal son los principales perpetradores de abusos, 

debido a que tienen el control del centro de atención mental. Al respecto, DRI ha documentado en numerosas ocasiones 

las múltiples violaciones ocurridas en el Hospital a partir de fuentes de información que incluyen, entrevistas con 

empleados antiguos y actuales; opiniones de psiquiatras en Guatemala con conocimiento de la institución; testimonios de 

expertos que han formado parte del Comité de Naciones Unidas para los Derechos de las Personas con Discapacidad; 

testimonios directos de pacientes antiguos y actuales; informes y entrevistas con la Procuraduría de Derechos Humanos y 

la Defensoría de Discapacidad; e, informes de prensa y nuestras propias observaciones durante nuestras visitas al 

Federico Mora. 

Con base en esta evidencia, DRI ha llegado a la conclusión indubitable que cualquier persona, con o sin discapacidad 

internada en esta institución, se encuentra en condiciones que ponen en riesgo inminente su vida, su salud, y su 

integridad personal; expuesta, por ende, en cualquier momento, a sufrir graves violaciones a los derechos humanos, 

como tratos inhumanos y degradantes o tortura. Por ello, no existe lugar a dudas que el Hospital Federico Mora 

constituye una institución inherentemente peligrosa para la vida, la integridad y la salud de todas las personas ahí 

detenidas .  5

Esta evidencia, pone de manifiesto que en este lugar: 1. No se proporciona ningún servicio con algún beneficio para la 

salud; 2. La institución funciona meramente como un depósito para personas con discapacidad que se consideran 

5 En el caso Velásquez Rodríguez v. Honduras, la Corte IDH declaró que el artículo 1.1 de la Convención Americana impone la obligación del 
Estado, no sólo de abstenerse de cometer actos que violan directamente los derechos protegidos de las personas privadas de su libertad, sino 
también a tomar todas las "medidas razonables para prevenir” que violaciones a sus derechos humanos ocurran en primer lugar. En ese 
sentido, el tribunal interamericnao consideró que, aun en casos específicos de tortura, la crueldad y la degradación no se muestran con 
respecto a víctimas específicas, sino que, el solo hecho de que un individuo sea sujeto a una autoridad institucional que se ha 
demostrado que sistemáticamente somete a personas detenidas a humillaciones, tratos crueles y tortura, constituye un fracaso del 
Estado de cumplir su deber establecido en el artículo 1.1. de la CADH.  
 

4Prensa Comunitaria, “Hacinamiento del 400% en las cárceles de Guatemala” (Mayo 7, 2020), 
https://www.prensacomunitaria.org/hacinamiento-del-400-en-las-carceles-de-guatemala/  

3 ENDIS 2016. Informe de la segunda encuesta nacional de discapacidad en Guatemala.   
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"abandonadas"; y, 3. Dadas las condiciones dentro de la institución, todas las personas sometidas a ella se enfrentan a 

riesgos constantes y sistemáticos de muerte, tortura, violación sexual, crueldad física y psicológica, y al deterioro 

de su salud. Estas condiciones hacen que la institución sea intrínsecamente peligrosa para la vida, la integridad y la salud 

de todas las presuntas víctimas. La peligrosidad inherente de la institución es completa e irremediable a tal grado que se 

requiere una política para no permitir nuevos ingresos, acompañada de esfuerzos inmediatos para trasladar a 

todas las presuntas víctimas a entornos más apropiados y basados en la comunidad. 

 

b.​ DEL CARÁCTER SISTEMÁTICO DE LA VULNERACIÓN DENUNCIADA 

Señores Magistrados, la crisis humanitaria denunciada no se puede considerar restringida a hechos, actos u omisiones 

aisladas. Ciertamente, esta problemática es causada por un patrón de discriminación y violencia sistemática del Estado de 

Guatemala, que considera la segregación de las personas con discapacidad, por medio de la institucionalización 

indefinida, como la única solución para las personas que “no tienen otro lugar a donde ir”. 

Con el propósito de que al concluir el presente proceso constitucional se emita una decisión que brinde una tutela objetiva 

y razonable al derecho a la libertad personal de las personas con discapacidad internadas en el Hospital Federico Mora, es 

necesario carcaterizar la dimensión real del problema trasladado a conocimiento de esta jurisdicción constitucional. Este 

problema ha rebasado las esferas de cada autoridad y persona involucrada, y se ha convertido en un verdadero estado de 

cosas inconstitucional imputable al Estado de Guatemala en su conjunto. En tal sentido, previo a exponer los 

fundamentos jurídicos que demuestran la razón que asiste al presente planteamiento, respetuosamente nos referimos a la 

naturaleza de la violación sistemática que denunciamos: 

 

i​ Vulneración continuada y reiterada de los derechos fundamentales:  

La privación de libertad de personas detenidas en el Hospital Federico Mora ha sido calificada en múltiples ocasiones por 

organismos nacionales e internacionales de derechos humanos como una de las mayores crisis humanitarias de 

Latinoamérica y el mundo. Es importante destacar que la vulneración señalada no ha cesado en consumar sus efectos, 

sino que subsiste y subsistirá mientras el Estado de Guatemala no cambie el enfoque de intervención desde la perspectiva 

del Modelo Social de la Discapacidad reconocido en la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad, sustituyendo la política de segregación e institucionalización por la política de desinstitucionalización e 

inclusión comunitaria que impone el artículo 19 del citado instrumento internacional al Estado de Guatemala. 

 

ii​ Carácter pluriofensivo de la violación denunciada:  

La violación que denunciamos no afecta, en modo exclusivo, el derecho a la libertad individual de las personas recluidas 

en el Hospital Federico Moras. Aceptar tal punto de vista, implicaría negar el carácter interdependiente, inseparable e 

indivisible de los derechos humanos. Es evidente que las personas internadas en el Hopital, por el hecho de estar privadas 

de su libertad, ven expuestos sus derechos humanos en forma conjunta. En ese sentido, el presente caso no se trata de 

violaciones aisladas, sino que concurren en la misma conducta estatal un espectro de violaciones a derechos tanto de 

contenido personal como de contenido social, conectados estrechamente con su situación de privación de libertad. 

 

iii​ Vulneración colectiva:  

Dada la naturaleza de los derechos inmersos en la crisis humanitaria referida, es evidente que las personas detenidas en el 

Hospital se ven expuestas constantemente a vulneración directa en su esfera personal. Sin embargo, no puede ser 

soslayado el hecho de que la referida vulneración no es resentida por un solo invididuo, ciertamente, esta vulneración 
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recae sobre un número considerable de personas que se encuentran expuestas a los mismos peligros, con características 

personales y sociales homogéneas, tales como, la existencia de una discapacidad psicosocial o intelectual y la 

estigmatización basada en su condición de discapacidad; así como características personales y sociales heterogéneas que 

acentúan su grado de vulnerabilidad, como las condiciones de pobreza, étnicas, de género, de salud y etarias. 

 

iv​ Omisión prolongada del Estado de Guatemala en el cumplimiento de sus obligaciones 

constitucionales e internacionales:  

El Estado de Guatemala ha fracasado -y sigue fracasando- en proteger efectivamente a las personas con discapacidad en 

general, porque en su legislación y políticas continúa sosteniéndose modelos contrarios al derecho internacional de los 

derechos humanos, que entienden la discapacidad como un problema biológico y, por ende, en la idea equívoca de que 

quien debe ser corregido es el cuerpo de la persona, y no su entorno social.  

En particular, es notorio el hecho de las personas detenidas en el Hospital sufren de forma permanentemente el 

negacionismo estatal. La actitud negligente del Estado y sus instituciones lo demuestran sendos informes de organismos 

tanto nacionales como internacionales que, a manera de síntesis, nos permitimos citar a continuación: 

i.​ Comisión Interamericana de Derechos Humanos: en su Informe de País (2017) la CIDH manifestó su 

preocupación sobre la situación de los derechos de las personas con discapacidad intelectual y psicosocial en 

Guatemala, especialmente, en el marco de los internamientos involuntarios ocurridos en el Hospital Federico 

Mora. Al respecto, manifestó “el internamiento involuntario por motivo de discapacidad, es frecuentemente 

causado o agravado por la falta de apoyos específicos, y conlleva una privación arbitraria de la libertad (…) la 

falta de apoyos y servicios en la comunidad para las personas con discapacidad y sus familias, incentivan la 

institucionalización, y en consecuencia, vulneran el derecho a vivir en la comunidad de las personas que viven 

con esta condición de vida” . por ello, al rendir sus recomendaciones al Estado de Guatemala, la Comisión 6

manifestó: “Considerando la falta de opciones comunitarias para que los pacientes del Hospital Federico Mora 

reciban los servicios y tratamientos necesarios fuera de la institución, la CIDH recomienda al Estado garantizar 

la vida en comunidad de estas personas, mediante la creación y establecimiento de servicios comunitarios. Para 

este fin, la Comisión insta al Estado a adoptar, entre otras, las siguientes medidas: a) definir urgentemente una 

estrategia de desinstitucionalización para personas con discapacidad del Hospital Federico Mora, con plazos, 

recursos suficientes y medidas de evaluación específicas; b) garantizar la participación de las personas con 

discapacidad, de manera directa y a través de las organizaciones que las presentan, en el diseño e 

implementación de dicha estrategia, y c) asignar recursos suficientes para el desarrollo de servicios de apoyo” .  7

ii.​ Medidas cautelares MC-370-12. El 20 de noviembre de 2012, la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de 

334 pacientes del Hospital Federico Mora, solicitando al Gobierno de Guatemala que adopte las medidas 

necesarias para garantizar la vida y la integridad personal de las personas internadas en el Hospital Federico 

Mora; en particular, proporcionar el tratamiento médico adecuado a los internos, de acuerdo a las patologías 

propias de cada persona; asegurar la separación de los niños de los adultos, procurando medidas especiales, a la 

luz del principio del interés superior del niño; separar a los internos procesados y sentenciados, quienes están 

bajo orden judicial de privación de libertad, de los demás pacientes del hospital, y que la tutela de éstos sea 

proporcionada por personal del hospital no armado; restringir el uso de cuartos de aislamiento a las situaciones y 

bajo las condiciones establecidas en los estándares internacionales sobre personas con discapacidad mental; 

7 Ibid.  

6 CIDH. Informe de País, Situación de los Derechos Humanos en Guatemala,2017, párrafo 466. Internamiento indefinido a causa de la falta 
de servicios en la comunidad 
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implementar medidas de prevención inmediatas orientadas a que todos los pacientes, en particular mujeres y 

niños, no sean objeto de actos de violencia física, psicológica y sexual por parte de otros pacientes, agentes de 

seguridad o funcionarios del hospital. Asimismo, la CIDH solicitó al Estado de Guatemala que concierte las 

medidas a adoptarse con los beneficiarios y sus representantes. En este sentido, la CIDH informó al Gobierno 

que considera necesario que, de común acuerdo, las partes presenten un cronograma para la implementación de 

las presentes medidas cautelares, después de haber realizado la primera reunión de concertación de las medidas 

cautelares. Finalmente, la CIDH solicitó al Gobierno que informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar 

los hechos que dieron lugar a la adopción de estas medidas cautelares” . En su Informe de País de 2017, la 8

Comisión urgió al Estado de Guatemala a realizar las siguientes acciones: “a) definir urgentemente una estrategia 

de desinstitucionalización para personas con discapacidad, con plazos, recursos suficientes y medidas de 

evaluación específicas; b) garantizar la participación de las personas con discapacidad, de manera directa y a 

través de las organizaciones que las presentan, en el diseño e implementación de dicha estrategia, y c) asignar 

recursos suficientes para el desarrollo de servicios de apoyo” .  9

iii.​ Comité de Expertos sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (Naciones Unidas): en su Informe 

de País de 2016, el organismo relacionado manifestó su preocupación respecto a que en Guatemala las personas 

con discapacidad pueden ser privadas de su libertad por motivo de su discapacidad en virtud de lo dispuesto en la 

legislación nacional . Por ello, recomendó al Estado a “armonizar su legislación y políticas con la aplicación del 10

artículo 14 de la Convención, asegurando que las personas con discapacidad no sean privadas de su libertad por 

razón de su discapacidad. El Estado Parte puede guiarse por las Directrices del Comité sobre el artículo 14” . De 11

igual manera, el Comité ha extemado su preocupación en relación a que “las acciones que se están llevando a 

cabo por el Estado de Guatemala para implementar las Observaciones finales del Comité contra la Tortura 

(CAT/C/GTM/CO/5-6,2013) en relación a los hospitales psiquiátricos, instituciones de intemamiento de personas 

con discapacidad y centros penitenciarios para evitar el intemamiento de personas condenadas por delitos y 

personas con discapacidad en el Estado Parte, y la aplicación de las medidas cautelares que la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos determinó con respecto al Hospital Nacional de Salud Mental Federico 

Mora en relación a las personas con discapacidad, no hayan sido suficientes para proteger a las personas con 

discapacidad, ni estén en consonancia con la Convención" , razón por la cual "recomienda al Estado Parte a 12

implementar debidamente las Observaciones finales del Comité contra la Tortura (...) en conformidad con los 

principios y mandatos de la Convención y las presentes Observaciones Finales, Además, le recomienda el 

establecimiento de un mecanismo independiente que supervise los centros de intemamiento de personas con 

discapacidad, incluidos los centros donde se encuentran niños y niñas con discapacidad, a fin de ofrecer 

prevención y protección contra actos que puedan considerarse como tortura y otros tratos y penas crueles, 

inhumanos o degradantes". 

iv.​ Disability Rights International -DRI-, en su informe CAT- Guatemala de 2018, hace referencia a que, en el 

transcurso de los últimos seis años su equipo ha visitado el Hospital Nacional de Salud Mental Federico Mora y 

que su visita al citado Hospital en marzo de 2018 observó que la vida e integridad personal de las y los pacientes 

12 Observaciones finales del Comité de Expertos sobre los derechos de las personas con discapacidad sobre el informe inicial de Guatemala 
(2016).  

11 Ibid. P. 42 

10 Cfr. Observaciones finales del Comité sobre los derechos de las personas con discapacidad sobre el informe inicial de Guatemala (2016). P. 
41.     

9 CIDH. Situación de los derechos humanos en Guatemala (2017), párr. 469. Disponible en: 
http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Guatemala2017-es.pdf. 

8 CIDH. Informe Anual 2012. 
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del “Federico Mora” sigue en riesgo, de hecho, el informe da cuenta de que las condiciones que originaron la 

solicitud de Medidas Cautelares persisten, entre ellas la utilización de cuartos de aislamiento, sujeciones físicas y 

químicas, abusos de carácter sexual y físico a pesar de las medidas cautelares dictadas por la CIDH, para 

concluir, en el informe referido se solicitó al Comité contra la Tortura “que urja al Estado de Guatemala a 

terminar con la institucionalización de niñas, niños, adolescentes, mujeres, hombres y personas mayores con y 

sin discapacidad, y cree, en su lugar, alternativas basadas en la comunidad, dando preferencia a las 

reintegraciones familiares (nucleares o extensas)” .  13

 

c.​ VIOLACIÓN AL DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL, EN CONEXIÓN CON LOS 

DERECHOS A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD PERSONAL, A LA SALUD, A LA CAPACIDAD 

JURÍDICA, AL ACCESO A LA JUSTICIA, A LA PROTECCIÓN JUDICIAL Y AL DERECHO 

A VIVIR EN LA COMUNIDAD 

Honorable Tribunal, los informes y hallazgos que anteceden dan cuenta de las condiciones infrahumanas y degradantes 

existentes en el Hospital Federico Mora. Es evidente que este estado de cosas inconstitucional debe erradicarse con una 

solución objetiva que visualice en su justa dimensión la entidad real del problema trasladado a esta jurisdicción 

constitucional. Sin lugar a duda esta crisis humanitaria no puede tolerarse bajo el imperio de una Constitución que sitúa a 

la persona humana como sujeto y fin del orden social y, además, la protección de su vida, libertad y seguridad personal, 

como los bienes más básicos de la persona humana y los fines primordiales del Estado. En ese sentido, con el objeto de 

argumentar los motivos jurídicos que demuestran la razón que asiste al presente planteamiento, a continuación 

exponemos la vulneración sistemática que sufren las personas con discapacidad internadas en el Hospital Federico Mora, 

en su derecho a la libertad personal.  

Sumario: i. Violación al derecho a la libertad personal, producida por las detenciones ilegales y 

arbitrarias basadas en la condición de discapacidad y la situación de abandono. En seguida, nos 

referimos a los derechos conculcados a raíz de esa situación de privación de libertad: ii. Violación al 

derecho a la integridad personal, a la vida y a la salud, por la presencia de tortura y otros tratos 

crueles, inhumanos y degradantes; iii. Violación al derecho a la capacidad jurídica, al acceso a la 

justicia y a la protección judicial, por la imposibilidad material y formal de las personas privadas de 

libertad en el Hospital para recurrir las detenciones ilegales y de consentir tratamientos físicos o 

químicos; y, iv. Violación al derecho a vivir en la comunidad, pues la ausencia de opciones de vida en 

la comunidad coloca la privación de libertad como única opción para personas “que no tienen a donde 

ir”. 

 

i​ Detenciones ilegales y arbitrarias. Violación al derecho a la libertad personal. 

El artículo 82 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad, establece que la exhibición personal 

procede, entre otros supuestos, a favor de “quien se encontrare ilegalmente preso, detenido o cohibido de cualquier otro 

modo en el goce de su libertad individual (…) con el fin de que se le restituya o garantice su libertad”. En este apartado, 

exponemos las razones que demuestran que la presente acción constitucional enmarca en el supuesto enunciado. 

El derecho a la libertad personal -conocido también bajo en nomen de libertad individual o libertad física- se encuentra 

consagrado en los artículos 2, 4 y 6 de la Constitución Política de la República y los múltiples tratados internacionales 

13 Información previa a la presentación del séptimo informe periódico de Guatemala para el Comité contra la Tortura. Disability Rights 
International. 
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que forman parte del bloque de constitucionalidad, inter alia, la Declaración Universal de Derecho Humanos (artículo 3), 

el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 9) y la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

(artículo 7). Este derecho implica la garantía de no ser detenido, encarcelado o privado arbitrariamente de la libertad, 

cualesquiera que sea el hecho o autoridad causante de esa restricción. 

En su jurisprudencia vinculante , la Corte IDH- ha definido las condiciones que debe reunir toda decisión de privación 14

de libertad para ser considerada legítima a la luz de la CADH: 1. Legalidad; 2. Idoneidad; 3. Necesidad; y, 4. 

Proporcionalidad estricta. La Corte ha establecido que estos cuatro elementos son acumulativos y no alternativos. Es 

decir, la ausencia o incumplimiento de uno de estos requisitos haría que una detención fuera arbitraria en su conjunto, 

además de que cada elemento es presupuesto del otro. Así, el mero hecho de que una detención carezca de causa o 

motivo legítimo, por ejemplo, por tener un objeto discriminatorio, hace de aquélla una detención arbitraria de forma 

automática, sin necesidad de analizar el resto de los elementos. No obstante, a continuación argumentamos por qué las 

detenciones basadas en la discapacidad o en la situación de abandono en el Hospital Federico Mora incumplen cada uno 

de ellos y, por ende, son arbitrarias y violan el derecho a la libertad personal: 

i.​ “Que la finalidad de las medidas que priven o restrinjan la libertad sea compatibles con la Convención 

[Americana de Derechos Humanos]” . Señores Juzgadores, de acuerdo con esta condición, no basta que la 15

privación de libertad se encuentre fundada en ley, además, la causa invocada para justificar la detención debe 

respetar la Convención Americana -así como el corpus iuris internacional en materia de derecho a la libertad 

del que el Estado de Guatemala es parte-. En este sentido, el tribunal interamericano ha establecido que 

nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos que –aún calificados de 

legales– puedan reputarse como incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales del individuo por 

ser, entre otras cosas, irrazonables, imprevisibles, o faltos de proporcionalidad.  

ii.​ “Que las medidas adoptadas sean las idóneas para cumplir con el fin perseguido” . En el caso del Hospital 16

Federico Mora, ni el fin perseguido ni los medios aplicados son constitucionalmente legítimos: el fin es la 

defensa social. El medio, para alcanzar este fin, es el apartamiento de personas estigmatizadas como 

“peligrosas” para la sociedad y, la gran mayoría, porque “no tienen a dónde ir”. Esto solo puede ser tolerado 

en un Estado que ve el individuo como un objeto desechable. Por ende, los señores Magistrados deben 

revisar si existen casos bajo estas circunstancias y ordenar la libertad de la persona o, en ausencia de 

alternativas de apoyo dentro de las familias y la comunidad, ordenar al Estado de Guatemala emprender 

acciones para lograr una política de inclusión comunitaria compatible con la CSPCD que haga viable un 

proceso de desinstitucionalización. 

iii.​ “Que sean necesarias, en el sentido de que sean absolutamente indispensables para conseguir el fin deseado 

y que no exista una medida menos gravosa respecto al derecho intervenido, entre todas aquellas que cuentan 

con la misma idoneidad para alcanzar el objetivo propuesto; por esta razón el Tribunal ha señalado que el 

16 Op cit. Caso Chaparro Álvarez, párr. 62. 
15 Corte IDH. Caso Chaparro Álvarez, párr. 93. Igualmente, en García Asto, párr. 128, Yvon Neptune, párr. 98, y Bayarri, párr. 62. 

14 Sea dicho de paso, esa jurisprudencia se considera vinculante y parte del bloque de constitucionalidad, por lo tanto, obligatoria, según 
doctrina legal sostenida por la Corte de Constitucionalidad en los expedientes 5866-2015, 3438-2016 y 3528-2016 sentencias de fechas, 
24/05/2015, 08/11/2016 y 10/11/2016, respectivamente. Se sostiene que forman parte del bloque de constitucionalidad los tratados y la 
interpretación que de ellos haga la Corte IDH. 
 
Agregado a ello, es relevante mencionar el efecto de cosa juzgada material e interpretada de las sentencias de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, por cuanto en cada sentencia que dicta el Alto Tribunal Interamericano, éste aplica la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos para el Estado que materialmente fue parte del proceso, e interpreta el contenido del Pacto de San José para todo estado 
parte de dicho convenio internacional. En ese senitdo ver: Sentencia de Supervisión de Cumplimiento del caso Gelman Vs. Uruguay, de fecha 
20 de marzo de 2013. https://www.corteidh.or.cr/docs/supervisiones/gelman_20_03_13.pdf 
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derecho a la libertad personal supone que toda limitación a éste deba ser excepcional” . Honorable Tribunal, 17

el internamiento forzoso es la más gravosa de las medidas, por el impacto que causa en la integridad física, 

psíquica y moral de la persona. Ésta nunca debería ser la medida a adoptarse en relación con personas con 

discapacidad intelectual o psicosocial, pues es precisamente la privación de libertad la que causa una aflixión 

emocional y hasta depresión en la persona y, por ende, la expone a tortura física y psicológica. Por ende, los 

Honorables Magistrados deben verificar los casos donde no es absolutamente indispensable un 

internamiento y proceder conforme a Derecho.  

iv.​ “Que sean medidas que resulten estrictamente proporcionales, de tal forma que el sacrificio inherente a la 

restricción del derecho a la libertad no resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obt ienen 

mediante tal restricción y el cumplimiento de la finalidad perseguida” . Señores Magistrados, la privación 18

de libertad por motivo de discapacidad o abandono bajo ningún punto de vista puede ser considerada una 

opción a elegir entre otras opciones. Como ha quedado combrobado en este escrito, es una medida 

francamente denigrante. Es discriminatoria. Es excesivamente lesiva. Es inconstitucional. El internamiento 

forzoso expone a tortura física, psicológica y hasta la muerte a las personas con discapacidad. En la 

actualidad, todas las personas internadas en el Hospital están expuestas en forma real e inminente a una 

amenaza cierta y objetiva de contraer Covid-19. El problema que hace atípico este caso, es que el 

encarcelamiento, aún siendo arbitrario e inhumano cuando se basa en la discapacidad y el abandono, resulta 

ser la única alternativa que ofrece el Estado para personas “que no tienen a dónde ir”. Esto hace imperioso 

que este Tribunal Constitucional conmine al Estado de Guatemala para adoptar una política de inclusión 

comunitaria, basada en el modelo de apoyos que exige la CSDPD, encaminada a que las personas 

abandonadas tengan la posibilidad de elegir opciones de vida dentro de la comunidad y puedan ser 

desinstitucionalizadas.  

Sin perjuicio de los requisitos mínimos señalados en la jurisprudencia vinculante de la Corte IDH, los cuales deben 

concurrir en todo acto causante de la privación de libertad, para que este no sea considerado arbitrario, es importante 

señalar que la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad -la cual constituye la normativa 

especializada que protege los derechos de las personas con discapacidad- en su artículo 14, añade un elemento ineludible 

en el supuesto de que quien se encuentre sujeto a privación de libertad sea una persona con discapacidad real o percibida:  

“Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás: […] No 

se vean privadas de su libertad ilegal o arbitrariamente y que cualquier privación de libertad sea de conformidad con la 

ley, y que la existencia de una discapacidad no justifique en ningún caso una privación de la libertad” .   19

En el caso del Hospital Federico Mora, existen personas que son internadas debido a su discapacidad. El Comité sobre 

los Derechos de las Personas con Discapacidad ha establecido que el artículo 14 del citado instrumento internacional es, 

esencialmente, una disposición de no-discriminación. Explica el alcance del derecho a la libertad y a la seguridad de la 

persona, en relación con las personas con discapacidad, prohibiendo todo tipo de discriminación por motivo de la 

discapacidad durante su ejercicio. Según el Comité, persisten todavía prácticas en que los Estados Parte autorizan la 

privación de libertad sobre la base de una deficiencia real o percibida .  20

Señores Magistrados, como Ustedes pueden observar, existe la prohibición absoluta de encarcelar a una persona con 

fundamento en sus deficiencias reales o percibidas. Al respecto, el Comité ha establecido que el Artículo 14 no permite 

20 Comité de Expertos sobre los derechos de las personas con discapacidad. Directrices sobre el artículo 14 de la Convención sobre los 
derechos de las Personas con discapacidad. 

19 Ver art. 14.1, literal b) de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad  
18 Ibid.  
17 Ibid.  
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excepción alguna cuando una persona pueda ser detenida por motivo de su deficiencia real o percibida.  No obstante, la 

legislación de varios Estados Parte, que incluyen leyes de salud mental, mantiene disposiciones en que las personas 

puedan ser detenidas por motivo de su deficiencia real o percibida, cuando existen otras razones para su detención, 

incluso cuando son consideradas peligrosas para sí mismas o para terceros.  Esta práctica es incompatible con el Artículo 

14, su naturaleza es discriminatoria, y constituye privación arbitraria de la libertad . 21

El artículo 14 de la citada Convención resulta toral para el análisis del presente caso. Según la International Disability 

Alliance, este artículo persigue como objetivo que nadie podrá ser privado de libertad por el simple hecho de su 

deficiencia intelectual o psicosocial. Esta disposición obliga a abolir -y, por ende, a declarar inconvencionales en el 

ejercicio del control difuso de convencionalidad- todas las leyes sobre salud mental cuya finalidad prioritaria, y muchas 

veces exclusiva, consista en regular y autorizar la detención y los tratamientos forzosos, basándose en motivos como la 

detención preventiva o la necesidad de proporcionar cuidados y tratamientos vinculados con una enfermedad mental 

aparente o diagnosticada. . 22

En ese orden de ideas, no cabe la menor duda que la privación de libertad por motivo de discapacidad es una causa ilegal 

de privación de libertad, por contravenir una norma internacional de rango constitucional que expresamente prohíbe las 

privaciones adoptadas con sustento en motivos prohibidos de discriminación. Las personas recluidas en el Hospital 

constituyen personas expuestas a múltiples factores que incrementan exponencialmente su situación preexistente de 

vulnerabilidad social. Ciertamente, las personas con discapacidad encuentran limitantes para ejercer sus derechos en 

igualdad de condiciones que las demás, debido a que su condición de discapacidad suele entenderse reducida a sus 

deficiencias internas.  

Lamentablemente, la criminalización de la discapacidad es una práctica frecuente de Jueces ordinarios que, 

desconociendo abiertamente el derecho internacional, argumentan peligrosidad, la situación de abandono, o simplemente 

la existencia de una discapacidad real o percibida como motivos suficientes para remitir a una persona al Hospital, 

coartando sus más elementales derechos civiles. 

Bajo la justificación legal de salvaguardar la "seguridad de la persona," se dictan órdenes de detención por tiempo 

indefinido en el Federico Mora con base en los artículos 516 a 522 del Código Procesal Civil y Mercantil, que regulan la 

adopción de "medidas de seguridad" en el ámbito del derecho civil. De acuerdo con lo establecido en esta normativa, los 

jueces tienen la facultad de dictar, con la intervención de la Procuraduría General de la Nación, “las medidas necesarias 

para la protección y representación" de cualquier persona con discapacidad que haya sido "abandonada" por "cualquier 

circunstancia". Es pertinente recordar en este punto que, en virtud del Código Civil, todas las personas con discapacidad 

mental "privadas de discernimiento" (un término vago e indefinido) "deben ser" declaradas "incapaces" y designárseles 

un tutor legal que tome decisiones por ellas.   23

La consecuencia es que cada vez que una persona con una discapacidad mental es llevada ante un juez para que se dicten 

"medidas de protección" por el Estado o un particular, la pregunta relevante para la decisión judicial se reduce a si la 

persona ha sido "abandonada". Cuando no existe un miembro identificable de la familia en condiciones de proveer 

completamente para las necesidades de servicios de salud mental del individuo (es decir, a través de apoyos y servicios 

privados), la persona se considera "abandonada" y el juez designa el "lugar" al que será transferido para su "protección".  24

En la práctica, esto significa que todos los "incapaces abandonados" en Guatemala son trasladados al Federico Mora. En 

efecto, mientras que las disposiciones del CPCyM no requieren dicha transferencia, el Federico Mora es el único "hogar o 

24 CCCG, arts. 516-518.  
23 Codigo Civil, Arts. 9 & 14.  

22 Cfr. International Disability Alliance. Documento denominado “Aplicación Eficaz de los Mecanismos Internacionales de Vigilancia de los 
Derechos Humanos para la Protección de los Derechos de las Personas con Discapacidad” (2010). Pág. 44.  

21 Ibid. 
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institución" público dentro de Guatemala que ofrece servicios de salud mental para el público y, por tanto, constituye la 

única opción de tratamiento disponible para dichas personas. Una vez que tales personas son internadas, no solamente 

son segregadas completamente de la sociedad y despojadas absolutamente de su capacidad jurídica, sino que además 

están sujetas a la institucionalización indefinida. 

Por otra parte, en lo que respecta al ámbito penal, el Capítulo I del Título VII del Código Penal regula las Medidas de 

Seguridad. Dentro del catálogo de medidas, el artículo 88 contempla el “internamiento en establecimiento psiquiátrico”. 

Sin embargo, además de las serias ambigüedades y contravenciones a normas internacionales, las normas contenidas en 

este Capítulo suelen ser interpretadas y aplicadas arbitrariamente por los jueces, en franca violación a los estándares 

internacionales en materia de derechos humanos de personas con discapacidad. 

En primer lugar, el artículo 85 del Código Penal establece que las medidas de seguridad se aplicarán por tiempo 

indeterminado. Esto ha dado lugar a que muchos jueces penales consideren agotada su intervención con el mero dicho de 

ordenar la medida de seguridad de internamiento, sin incluir en su decisión el respeto a los requisitos mínimos que exigen 

los estándares internacionales para la protección de las personas con discapacidad privadas de libertad. También es el 

caso de los jueces de ejecución que incumplen con debida diligencia su función de vigilar un trato digno y adecuado a las 

personas con discapacidad recluidas en el Hospital Federico Mora. Asimismo, existen casos de personas internadas en el 

Federico Mora que han sido sometidas a proceso penal y, a pesar de haber sido absueltas, los jueces les imponen medidas 

de seguridad, de conformidad con el artículo 86 del Código Penal, porque arbitrariamente las consideran personas 

peligrosas por el mero hecho de sus discapacidades y aún, cuando han resultado inocentes de responsabilidad penal.  

Debido a esta desidia, muchos jueces dejan en el olvido a las personas, como si se tratara de un objeto del cual puede 

prescindirse por comodidad de la sociedad: en muchos casos, la privación de libertad se establece sin plazo definido, sin 

garantía de revisión periódica y sin precisar cuáles son las garatías de la persona durante el tiempo de privación de su 

libertad, acorde a sus particulares necesidades y deficiencias, incluyendo la determinación de ajustes razonables, 

conforme el artículo 14.2 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

Lo más grave, es que las personas internadas, ya sea en virtud de medidas de seguridad civiles o penales, muchas veces, 

son recluidas eternamente. En una sociedad democrática, Honorables Magistrados, no puede permitirse un 

encarcelamiento o internamiento perpetuo de personas por el simple hecho de sus discapacidades. Dejar sin plazo 

definido, sin revisión periódica de las medidas y sin garantías mínimas, constituye un verdadero acto tortura de jueces 

que olvidan que están tratando con lo más sagrado de un ser humano: su libertad.  

Señores Magistrados, imaginen Ustedes ¿a qué ser humano no le provoca sufrimiento no tener certeza de cuánto tiempo 

va a durar su privación de libertad? ¿Qué desconsuelo y aflixión sentirán las personas que dan por sentado, debido a la 

negligencia y la desidia estatal, de pensar que estarán recluidas eternamente hasta que llegue el día de su muerte?  

Esto representa un verdadero acto de tortura psicológica por parte del Estado de Guatemala. Podría pensarse que el 

Estado no debiera tutelar las emociones y los miedos de las personas. Sin embargo, el bienestar psíquico también es una 

categoría protegida por el corpus iuris internacional en materia de derecho a la libertad personal. La Corte Europea de 

Derechos Humanos ha señalado que el carácter degradante de un vejamen no se configura únicamente a sufrirla 

actualmente, sino también, el miedo a sufrirla es en sí una afectación psíquica” . 25

En efecto, según la Corte IDH, “debido a su condición psíquica y emocional, las personas que [tienen] discapacidad mental 

son particularmente vulnerables a cualquier tratamiento de salud, y dicha vulnerabilidad se ve incrementada cuando las 

personas con discapacidad mental ingresan a instituciones de tratamiento psiquiátrico. Esa vulnerabilidad aumentada, se da en 

25 Corte Europea de Derechos Humanos. Irlanda v. Reino Unido sentencia de 18 de enero de 1978. Serie A no. 
25. párr. 167 
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razón del desequilibrio de poder existente entre los pacientes y el personal médico responsable por su tratamiento, y por el alto 

grado de intimidad que caracterizan los tratamientos de las enfermedades psiquiátricas” . 26

En el mismo sentido, en el caso Noble vs. Australia, el Comité de Expertos sobre los derechos de las personas con 

discapacidad de Naciones Unidas señaló que la privación de libertad indefinida, constituye en sí misma un acto de 

tortura. Al respecto, señaló: 

“tomando en cuenta los efectos psicológicos irreparables que la detención indefinida puede tener sobre la persona 

detenida, el Comité considera que la detención indefinida a la que fue sometido equivale a un trato inhumano y 

degradante. Por consiguiente, el Comité considera que el carácter indefinido de la detención del autor y los repetidos 

actos de violencia a los que fue sometido durante su detención equivalen a una violación del artículo 15 de la 

Convención por parte del Estado Parte [Protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes]” . 27

Honorable Corte Suprema de Justicia, otra normativa que suele fundamentar las privaciones arbitrarias e 

inconvencionales, es el artículo 87 del Código Penal, el cual regula la figura de la peligrosidad. Este artículo establece 

que se consideran índices de peligrosidad, inter alia, la declaración de inimputabilidad, la vagancia habitual, la 

embriaguez habitual, cuando el sujeto fuere toxicómano y el ejercicio de la prostitución. Sin embargo, muchos jueces, al 

analizar estos “índices de peligrosidad” criminalizan a ciertas personas, y acaban por basar las detenciones basándose en 

las características personales del individuo. Este es el caso de las personas con discapacidad. Cuando los jueces 

argumentan erróneamente que la condición de discapacidad, deficiencia o “incapacidad” es un factor de “peligrosidad”, 

incurren en un grave acto de discriminación. Con relación a la figura en mención, tanto la Corte IDH como la Corte de 

Constitucionalidad, han establecido su incompatibilidad a la luz de la Constitución y los tratados internacionales. 

La Corte IDH ha sido enfática en señalar que los jueces no pueden basarse en la peligrosidad del agente como motivo 

para la determinación de sanciones penales, pues esta figura se dirige a castigar las características inherentes de la 

persona, sobre la base de una apreciación subjetiva que afirma que la persona es intrínsecamente mala y, por ende, puede 

preverse que delinquirá en el futuro:  

“[e]n concepto de esta Corte, el problema que plantea la invocación de la peligrosidad no sólo puede ser analizado a la 

luz de las garantías del debido proceso, dentro del artículo 8 de la Convención.  Esa invocación tiene mayor alcance y 

gravedad. En efecto, constituye claramente una expresión del ejercicio del ius puniendi estatal sobre la base de las 

características personales del agente y no del hecho cometido, es decir, sustituye el Derecho Penal de acto o de hecho, 

propio del sistema penal de una sociedad democrática, por el Derecho Penal de autor, que abre la puerta al 

autoritarismo precisamente en una materia en la que se hallan en juego los bienes jurídicos de mayor jerarquía (…). La 

valoración de la peligrosidad del agente implica la apreciación del juzgador acerca de las probabilidades de que el 

imputado cometa hechos delictuosos en el futuro, es decir, agrega a la imputación por los hechos realizados, la 

previsión de hechos futuros que probablemente ocurrirán. Con esta base se despliega la función penal del Estado. En 

fin de cuentas, se sancionaría al individuo – con pena de muerte inclusive – no con apoyo en lo que ha hecho, sino 

en lo que es (…). En consecuencia, la introducción en el texto penal de la peligrosidad del agente como criterio 

para la calificación típica de los hechos y la aplicación de ciertas sanciones, es incompatible con el principio de 

legalidad criminal y, por ende, contrario a la Convención” . 28

En opinión del juez Sergio García Ramírez, la peligrosidad es inconcebible bajo el esquema del Estado Democrático de 

Derecho, por estigmatizar la condición inherente a la persona:  

28 Corte IDH. Caso Fermín Ramírez vs. Guatemala. Sentencia de 20 de junio de 2005. Fondo, reparaciones y costas.  
27 Comité de Expertos sobre los derechos de las personas con discapacidad. Caso Noble vs. Australia.  
26 Corte IDH. Caso Ximenes Lopes, párr. 128 
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“el concepto de peligrosidad ha sido desterrado por las más modernas corrientes del Derecho Penal de orientación 

democrática -modernas, sin embargo, con casi un siglo de vigencia-, que han insistido en la necesidad de hacer de lado 

esta noción de raíz positivista para incorporar en su lugar como datos rectores de la reacción penal, la entidad del 

delito y la culpabilidad del agente (...). Con sustento en la peligrosidad se podría sancionar al infractor —actual o 

futuro— no ya por lo que ha realizado, su conducta, su comportamiento ilícito, dañoso y culpable, sino por lo que es, 

su personalidad, su tendencia, sus posibles decisiones y su conducta futura y probable, apreciada en la única forma que 

podría serlo: a través del pronóstico” . 29

Por su parte, la Corte de Constitucionalidad en su doctrina legal conteste, recuerda que el concepto de peligrosidad surgió 

en las teorías positivistas propugnadas por los juristas Ferri, Garófalo y Lombroso. Estos autores sostenían que el 

individuo es peligroso porque en sí mismo porta un mal incorregible. Este mal, hace que los demás individuos teman de 

su persona.  Así se habla de estos individuos como sujetos inadaptados. Ambos conceptos, de ´temibilitá´ e inadaptación 

social se asocian a: 

“las características personales del infractor de la ley que justificaban la aplicación de la pena para contener el riesgo de 

conductas reprochables a futuro, es decir, la sanción vista como un medio de defensa social. En ese sentido, la 

peligrosidad fue definida como una circunstancia personal del delincuente, cuya perversidad constante y activa lo hace 

socialmente temible por la cantidad del mal previsto que hay que esperar de él”.  30

Como puede colegirse, la peligrosidad ha servido históricamente como una etiqueta de la discapacidad para controlar el 

cuerpo y la conducta de la persona por medio del derecho penal. Bajo el paradigma del monstruo moral, el individuo es 

visto como un ser que porta en sí mismo un peligro para la sociedad, por ende, debe ser apartado, encarcelado o apresado 

para no contaminar el cuerpo social. Este es el paradigma aberrante que en la actualidad fundamenta los tratamientos 

forzosos que se aplican en el Hospital Federico Mora y sobre los cuales se legitiman prácticas de tortura y otros tratos 

crueles, inhumanos o degradantes. 

Respecto de la figura de la peligrosidad, el Comité de Expertos sobre los derechos de las Personas con Discapacidad, 

también ha establecido que: 

“autorizar la detención de personas con discapacidad sobre la base de una percibida peligrosidad para sí mismas o para 

terceros, es contrario al Artículo 14.  La detención involuntaria de personas con discapacidad con base a supuestos 

riesgos o peligrosidad, supuesta necesidad de atención o tratamiento o cualquier otra razón que esté vinculada con la 

deficiencia o un diagnóstico médico, es contrario al derecho a la libertad, y constituye una privación arbitraria de la 

libertad” . 31

Asimismo, el Comité ha declarado que los Estados Parte tienen la obligación, conforme el artículo 14 de la Convención 

sobre los derechos de las personas con discapacidad, de derogar disposiciones que autorizan el internamiento involuntario 

de personas con discapacidad, por motivo de la deficiencia real o percibida, en instituciones de salud mental.   

En conclusión, Honorable Tribunal, se puede establecer que criminalizar la condición inherente de una persona es una 

aberración que no debe tolerarse en el marco de una sociedad democrática cuyo pilar básico es el respeto a la igualdad y 

la dignidad del ser humano. Por lo tanto, los interamientos basados en la existencia de una discapacidad, son motivos 

ilegales de privación de libertad que violan el derecho a la libertad de las personas intitucionalizadas en el Federico Mora, 

circunstancia que hace que la acción planteada encaje en los supuesto del artículo 82 de la Ley de Amparo, Exhibición 

Personal y de Constitucionalidad y, por ende, amerita que este Tribunal Constitucional declare la procedencia de la 

garantía constitucional, con los efectos que más adelante se precisarán. 

31 Comité de Expertos sobre los derechos de las personas con discapacidad. Directrices sobre el artículo 14 de la Convención sobre los 
derechos de las Personas con discapacidad. 

30 Expedientes 1097-2015 y 5986-2016 de la Corte de Constitucionalidad. 
29 Voto razonado dentro del caso Ramírez vs. Guatemala, sentencia de dieciocho de julio de dos mil cinco. 
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i​ Tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. Violación al derecho a la 

integridad personal, a la vida y a la salud. 

Al tenor del artículo 82 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad, procede la exhibición 

personal, en el supuesto de que: 

“Quien sufra vejámenes, aun cuando su prisión o detención fuere fundada en ley (…) con el fin de que se hagan 

cesar los vejámenes o termine la coacción a que estuviere sujeta”.  

El artículo 3 de la Constitución Política de la República de Guatemala, establece:  

“El Estado garantiza y protege la vida humana desde su concepción, así como la integridad  

y la seguridad de la persona”.  

Asimismo, en su artículo 93 consagra que el derecho a la salud: 

“es derecho fundamental del ser humano, sin discriminación alguna”.  

Por su parte, el artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que  

“Toda persona tiene derecho a que se respete su vida (…) Nadie puede ser privado de la vida 

arbitrariamente”.  

En particular, el artículo 17 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, reconoce:  

“Toda persona con discapacidad tiene derecho a que se respete su integridad física y mental en igualdad de 

condiciones con las demás”.  

De igual manera, en su artículo 15, la precitada Convención, establece:  

“Ninguna persona será sometida a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. En particular, 

nadie será sometido a experimentos médicos o científicos sin su libre consentimiento. 2. Los Estados Partes tomarán 

todas las medidas de carácter legislativo, administrativo, judicial o de otra índole que sean efectivas para evitar que las 

personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, sean sometidas a torturas u otros tratos o penas 

crueles, inhumanos o degradantes”. 

Como se puede observar, los derechos a la vida, a la integridad personal y a la salud, se encuentran íntimamente 

relacionados como bienes protegidos contra la tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes. De hecho, de 

acuerdo con la Corte IDH, estos derechos incluyen, no sólo el derecho de todo ser humano a no ser privado 

arbitrariamente de la vida y la libertad y a no sufrir ataques a su integridad personal en perjuicio de su salud, sino también 

el derecho a no vivir en condiciones que le impiden tener acceso a una existencia digna.  Estos derechos comprenden el 32

derecho a la atención médica adecuada  y, en concreto, "la prestación de servicios de salud efectivos a todas las personas 33

con una enfermedad mental."  En este sentido, la Corte ha enfatizado que estos derechos están “directa e inmediatamente 34

vinculados con la salud humana”  y que “la falta de atención médica adecuada” puede llevar a su debilitamiento.  La 35 36

Corte ha afirmado que esta relación intrínseca entre estos derechos y la salud, es una manifestación de la 

interdependencia e indivisibilidad que existe entre todas las categorías de derechos por ser derechos humanos, sin 

“jerarquía entre ellos y siendo exigibles en todos los casos ante todas las autoridades competentes para ellos.”  37

37 Suárez Peralta v. Ecuador, No. 261 (2013), 138, citing Acevedo Buendía v. Perú, No. 198 (2009), 101. Cfr. GC #9, 10; Airey v. Ireland 
(1979), 26. Sidabras and Dziautas v. Lithuania, No. 55480/00 and 59330/00 (2004), 47.  

36 Suárez Peralta v. Ecuador, No. 261 (2013), 130. Cfr. Tibi v. Ecuador, No. 114 (2004), 157; Caso Vera Vera and others v. Ecuador, No. 226 
(2011), 44. 

35 Suárez Peralta v. Ecuador, No. 261 (2013), 130; Caso Vera Vera and others v. Ecuador, No. 226 (2011), 43. 
34 Ximenes Lopez, párr. 128.  

33 Cfr. Corte IDH, Caso Albán Cornejo y otros VS. Ecuador Sentencia de 22 de noviembre de 2007 (fondo, reparaciones y costas), párrafo 
117. 

32 Cfr. Corte IDH, Caso Yakye Axa vs. Paraguay, Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas, 17 de junio 2005, parr. 161. 
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Además, la Corte ha afirmado que estos derechos de salud implican la "obligación de garantizar la creación de 

condiciones necesarias para prevenir violaciones… y en particular, el deber de impedir que los agentes estatales los 

violen."  En consecuencia, la responsabilidad del Estado por la violación del derecho a servicios eficaces de atención de 38

salud para las personas con discapacidad puede surgir del incumplimiento de tres “deberes especiales de protección y 

prevención” en relación con este derecho: (1) el deber de cuidar, (2) el deber de regular, controlar y supervisar, y (3) 

el deber de investigar. 

En este caso, la responsabilidad del Estado de Guatemala por los abusos en el Federico Mora surge del incumplimiento 

de las tres obligaciones. Como lo muestra el análisis a continuación, surge de, en primer lugar, los actos directamente 

abusivos de los custodios en la institución y el fracaso sistemático del Estado para tomar las medidas necesarias para 

proporcionar servicios incluso mínimamente adecuados a las presuntas víctimas. En segundo lugar, surge del fracaso del 

Estado para controlar, supervisar y regular la prestación de la "atención", incluyendo el tratamiento cruel e inhumano 

desenfrenado al que las personas detenidas son sometidas, como una condición de su detención; y, en tercer lugar, la falta 

de investigación de los abusos sistemáticos de los cuales tiene o debe tener conocimiento. 

En este apartado, se hará relación detallada de los vejámenes de los cuales han sido víctimas las personas 

institucionalizadas en el Hospital Federico Mora durante 2019 a 2020. Estos vejámenes, incluyen actos de tortura física y 

psicológica, así como otros tratos crueles, inhumanos y degradantes que vulneran sus derechos a la vida, a la integridad 

personal y a la salud, leídos de forma conjunta a la luz de los parámetros de constitucionalidad enunciados. Es importante 

referir, que estos abusos no excluyen otros que en sus reiterados informes ha detallado DRI .  39

En su Informe del año 2020 sobre la situación el seguimiento de las medidas cautelares MC-370-12 decretadas por la 

CIDH a favor de las personas internadas en el Hospital, Disability Rights International -copeticionario de la presente 

exhibición personal- documentó los siguientes hallazgos :  40

1. Al menos el 80% de las personas detenidas en el Hospital Federico Mora no necesitan tratamiento 

hospitalario. Muchas de las personas detenidas en el hospital sólo permanecen ahí, no por justificación médica, 

sino debido a que no tienen adonde ir. La prestación de “servicios” en este entorno peligroso y segregado, en 

lugar de en la comunidad, es una forma clara de discriminación y crea un riesgo injustificable de tortura y daños 

a la integridad física y mental, la vida y la salud de cada persona. 

2. Dos casos de abuso sexual a mujeres con discapacidad en la institución. Como resultado de los abusos, 

ambas están embarazadas y les quitarán a sus bebés. Las mujeres institucionalizadas en el Hospital, se ven 

expuestas a factores que incrementan su grado de vulnerabilidad, pues cohabitan tanto con internos hombres 

como con custodios y monitores que se han demostrado son los agresores.  

3. Cuatro muertes entre 2019 y 2020 que suscitan serias preocupaciones. Dos de estas muertes ocurrieron bajo 

circunstancias que sugieren responsabilidad directa o negligencia por parte de las autoridades del Federico Mora, 

incluido un joven con una discapacidad psiquiátrica que fue baleado mientras intentaba escapar de la institución 

y un hombre que apareció ahogado en un barril de agua abierto dentro del pabellón forense. Las otras dos 

muertes en la institución ocurrieron debido a lo que oficialmente se conoce como “causas naturales”. DRI señala 

que “todas las muertes ocurrieron cuando las personas detenidas estaban bajo la autoridad y responsabilidad del 

Federico Mora, se necesita una investigación independiente en todos los casos. Las autoridades de la institución 

informaron a DRI que dos de las cuatro muertes fueron reportadas al Ministerio Público. Sin embargo, nos 

40 Disability Rights International. Informe relativo al seguimiento de la Medidas cautelares MC-370-12 decretadas por la CIDH. 2020.  

39 Por medio del siguiente enlace se puede acceder a fotografías, videos y audios tomados por DRI en su última viista de oisbervación al 
Hospital Carlos Federico Mora:  https://disabilityrightsinternationa.box.com/s/c9aagumtkn2v0ny5mb9d6ad06dpwfktz 

38 Ximenes Lopes, párr. 125. 
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preocupa que no se realicen investigaciones independientes. También nos preocupa que la oficina de la 

Procuraduría de los Derechos Humanos (PDH) no haya sido informada sobre la muerte más sospechosa, la del 

hombre que fue baleado. 

4. Abuso físico: En el pabellón psico-geriátrico, conocimos a Andrea , quien estaba acostada en su cama y 41

temblaba ligeramente. Ella dijo que ha estado en la institución por tres años. Mencionó que le dolía el cuerpo y 

que tenía un fuerte dolor de cabeza y dolor en la frente. “Me duele el diente, se está picando”, agregó. Andrea 

informó que días antes de la visita de DRI una enfermera la pateó en la espalda. “Ella me pateó aquí”, señalando 

la espalda baja y dejando ver un hematoma en esa área. Andrea informó que la enfermera le dijo que era una 

“malcriada” y que por eso la golpeó. En el pabellón intensivo de hombres, DRI encontró otros dos casos de 

abuso físico. Pedro   tenía contusiones visibles en la cara. Mencionó que otra persona lo había golpeado esa 42

misma mañana, sin especificar si era el personal u otra persona del pabellón. Manuel , otro hombre del mismo 43

pabellón, dijo que uno de sus compañeros lo golpeó en la mañana. Agregó que anteriormente había sufrido abuso 

físico. 

5. Sujeciones físicas y químicas: DRI observó a dos personas que estaban atadas con vendas de tela a sus sillas 

de ruedas (una forma de sujeción física). Con respecto a las sujeciones químicas, en el pabellón intensivo 

(agudo) de mujeres, una de las enfermeras le dijo a DRI, “muchas están medicadas porque puede ser que cuando 

pase el efecto, puedan ser un peligro para ellas mismas o para los demás”. 

6. Condiciones inhumanas y degradantes: 6.1) Condiciones antihigiénicas y ropa inadecuada: DRI observó 

personas descalzas dentro y fuera de los pabellones, caminando sobre pisos cubiertos de orina, con ropa sucia e 

inadecuada. Visitamos temprano en la mañana cuando hacía frío afuera y notamos que las personas no usaban 

ropa lo suficientemente cálida como para cubrirse. DRI observó a dos personas defecando en los patios de la 

institución. Vimos montones de ropa en las esquinas de los pabellones. Algunos de los colchones han sido 

cambiados, pero otros todavía están sucios, desmoronándose y en malas condiciones. El equipo de investigación 

también observó a personas comiendo mientras estaban sentadas en el suelo, rodeadas de suciedad; 6.2) Comida 

inadecuada: El día de la visita de DRI el desayuno consistió en frijoles, huevos duros, atole y café. La misma 

dieta se sirve a todas las personas en el Federico Mora, sin considerar una dieta equilibrada y sin proporcionar 

menús adaptados para personas con condiciones de salud específicas. De hecho, el equipo de investigación 

observó que las personas con requerimientos especiales se quedaron sin una alimentación adecuada. DRI 

documentó el caso de Carmen , una mujer de 32 años que informó que siempre tiene hambre. “Como me miran 44

algo gordita, no me dan atole”. El personal de la institución dijo que Carmen tiene diabetes, y es por eso que no 

le dieron atole. A pesar del estado de salud de Carmen, la solución del personal fue dejarla con hambre, pero no 

darle una dieta de acuerdo a sus necesidades; 6.3) Falta de privacidad: Se observó que la institución sigue 

construida construida bajo un viejo modelo asilar con grandes pabellones residenciales que no brindan 

privacidad ni espacios individualizados. La mayoría de las personas languidecen en pabellones todo el día y no 

hay ningún lugar a dónde ir donde haya alguna forma de privacidad disponible. Los baños son comunitarios sin 

puertas que los separen del resto de las áreas. Durante muchos años en las observaciones realizadas por los 

equipos de DRI, hasta la fecha, los pabellones residenciales han permanecido como espacios completamente 

abiertos, con varias camas una tras de otra; 6.4) Falta de personal: Existe una falta generalizada de personal en 

44 DRI protege la identidad de la persona colocando seudónimo. 
43 DRI protege la identidad de la persona colocando seudónimo. 
42 DRI protege la identidad de la persona colocando seudónimo. 
41 DRI protege la identidad de la persona colocando seudónimo.  
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toda la institución para garantizar la seguridad básica y para proporcionar cualquier forma de tratamiento activo 

(que es inexistente). Observamos que muchas personas se quedaron en áreas dentro y fuera de los pabellones 

donde no había personal a la vista, lo que permitiría a las personas detenidas hacerse daño a sí mismas o a otras 

personas sin ser vistas. DRI observó que la población varía de 29 personas en el pabellón psico-geriátrico a 59 

personas en uno de los pabellones intensivos de hombres. DRI pudo notar que el personal en los pabellones era 

de dos a cuatro personas en cada uno de ellos. 

7. Falta de rehabilitación comunitaria: La institución no cuenta con servicios de habilitación y rehabilitación 

que permitan reintegrar a las personas a la comunidad. Una de las enfermeras le dijo a DRI que la “terapia” 

consiste en hacer artesanías; cortar papel, bailar o “participar en cualquier actividad que los distraiga”. El 

personal mencionó que no todas las personas asisten a la terapia programada, porque “ellos [los pacientes] son 

peligrosos”, lo que hace que algunas personas no puedan participar en ninguna actividad durante el día. El 

personal institucional le dijo a DRI que la rutina diaria para las personas detenidas en la institución consiste en 

bañarse a las 4.30 a.m., recibir sus medicamentos y desayunar. Algunas personas asisten a terapia ocupacional. 

Almuerzan, toman sus medicinas y cenan. Esta rutina es ilustrativa de que las personas detenidas en la institución 

no tienen un horario mínimo de actividades de tratamiento durante el día relacionado con la rehabilitación. DRI 

observó a personas deambulando por las instalaciones de la institución sin ningún propósito específico y sin 

supervisión. Se observó rutinariamente que las personas estaban acostadas dentro de los edificios en el piso o en 

camas y afuera en el suelo por períodos prolongados de tiempo sin interacción con el personal. Según el Dr. Matt 

Mason, psicólogo con amplia experiencia internacional en instituciones de tratamiento y que ha acompañado a 

DRI en las últimas tres visitas al Federico Mora, “No vi mejoras desde mi primera visita en términos de la 

atención clínica. No hay tratamiento activo ni habilitación significativa o rehabilitación en el Federico Mora. La 

institución no preserva ni promueve la salud y la independencia: contribuye a la disminución de las habilidades 

sociales, la salud física y mental y el bienestar psicológico. 

8. Exposición a personas sentenciadas violentas: No hay ningún esfuerzo por separar a las personas que son 

violentas de las otras; dejando a las personas con discapacidad especialmente en riesgo. En el pabellón geriátrico, 

DRI también observó una mezcla de perfiles. DRI señala que a pesar de la creación del pabellón forense, las 

personas con diferente estatus legal aún están mezcladas, creando peligros para todas las personas detenidas en el 

Federico Mora. Ubicado junto a una prisión, el Federico Mora también está rodeado de guardias fuertemente 

armados que (como en el caso del hombre al que dispararon) crean riesgos para las personas detenidas. Además, 

observó que existen casos de personas migrantes. 

En conclusión, las condiciones de violencia física y sexual generalizada y sistemática en el Federico Mora representan un 

riesgo constante para los derechos a la integridad física, la vida y la salud de todas las personas detenidas en la 

institución, en virtud de los artículos 3 y 93 de la Constitución Política de la República; 4, 5 y 26 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos; y, 15 y 17 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

Bajo tales condiciones, la simple detención de una persona en el Hospital implica la responsabilidad del Estado de 

Guatemala en virtud del artículo 1.1 de la Convención Americana y las obligaciones generales establecidas en el artículo 

4 de la Convención sobre discapacidad. Esta responsabilidad se establece incluso aún más por el hecho de que el Federico 

Mora no proporciona ningún tipo de tratamiento significativo de salud mental a las personas detenidas en la misma, y por 

lo tanto no existe justificación posible para someter a las personas a las condiciones violentas y abusivas que imperan en 

este lugar. 
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i​ La ausencia de opciones de vida en la comunidad coloca la privación de libertad como 

única opción para personas “que no tienen a donde ir”. Violación al derecho a la adecuada 

atención de salud y al derecho a vivir en la comunidad en igualdad de condiciones que el 

resto de las personas. 

En este escrito ha quedado plenamente demostrado que el Hospital Federico Mora es una institución inherentemente 

peligrosa. Un consenso internacional ha crecido en las últimas décadas según el cual, la institucionalización indefinida 

por motivos de discapacidad está prohibida y constituye una de las formas más severas de aislamiento y segregación que 

las personas con discapacidad pueden sufrir, ya que constituye un ambiente controlado donde es imposible ejercer la 

autonomía personal, incluso en las decisiones más básicas y simples de la vida, como qué ropa ponerse, qué comer, a qué 

hora de dormirse, y con quien interactuar.  Esta forma de aislamiento y segregación es aún más grave y degradante para 45

la dignidad humana y la libertad cuando implica la completa incapacidad jurídica de la persona y la sustitución de su 

voluntad para tomar cualquier decisión básica sobre su propia vida. 

Existe una práctica oficial, generalizada y sistemática en Guatemala de internar involuntariamente a personas con 

discapacidad en el Federico Mora, una institución cerrada, muy segregada y aislada a cargo del Ministerio de Salud 

Pública. Esto con base en (1) la existencia de una discapacidad mental, y (2) la ausencia completa de opciones de 

tratamiento disponibles por parte del sector público en la comunidad. El resultado es la institucionalización injustificada, 

discriminatoria, e indefinida de personas con discapacidad psicosocial e intelectual como la única alternativa de 

tratamiento que el Estado de Guatemala ofrece a esta población. 

Esta política y práctica oficial viola el derecho de las personas segregadas a vivir en la comunidad en igualdad de 

condiciones que los demás, el cual es protegido por el derecho de igual protección ante la ley consagrado en el artículo 24 

de la Convención Americana, en relación con los artículos 1 y 2 de la misma, y 5 de la Convención sobre los Derechos de 

las Personas con Discapacidad. De igual manera, viola su derecho a recibir servicios de salud adecuados que estén 

disponibles y sean accesibles en igualdad de condiciones, protegido como un derecho autónomo en virtud del artículo 26 

de la Convención Americana, en relación con los artículos 1 y 2, y 19 de la Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad. Ambas violaciones requieren que el Estado de Guatemala adecúe su legislación y políticas 

para 1) asegurar que las personas con discapacidad mental no estén obligadas a renunciar a pertenecer a la sociedad como 

condición para recibir servicios públicos de salud, 2) que las personas con discapacidad mental tengan acceso a la misma 

gama de servicios e instituciones que tienen las personas sin tal discapacidad en el ambiente menos restrictivo posible, y 

3) que los servicios de salud mental y apoyo están disponibles y sean accesibles en la comunidad para las personas con 

discapacidad, en igualdad de condiciones con los demás. 

En este apartado, primero describimos la política y práctica de institucionalización indefinida de personas con 

discapacidad intelectual y psicosocial como condición para poder recibir servicios públicos de salud mental, y 

demostramos que esto constituye un trato diferenciado con base en la discapacidad. Demostramos que este trato 

diferenciado constituye una discriminación prohibida con base en dos argumentos relacionados pero independientes: (1) 

carece de un propósito legítimo y (2) está en conflicto directo con el reconocimiento expreso que soberanamente el 

Estado de Guatemala adquirió como compromiso en el derecho internacional, de que la institucionalización 

injustificada o el aislamiento de personas con discapacidad por motivos de discapacidad constituye una 

discriminación.  Con base en este reconocimiento expreso, argumentamos que el Estado de Guatemala no puede, de 46

manera legal, insistir en que su práctica y política generalizada de institucionalización y segregación de las personas con 

46 CDPCD, art. 19 (Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad).  

45 Counsel of Europe, Commissioner for Human Rights The right of people with disabilities to live independently and be included in the 
community, Counsel of Europe Publishing, 2012, p. 38. 
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discapacidad intelectual o psiscosocial como la única opción de tratamiento disponible, es objetiva o está razonablemente 

justificada, y por lo tanto no es discriminatoria.  

Es primer lugar, es evidente que esta política de segregación institucional carece de un propósito legítimo. Esto es así, 

porque la finalidad de los internamientos involuntarios es la defensa social, partiendo del estigma del individuo 

“anormal” como un sujeto peligroso que es necesario apartar para “sanear al cuerpo social”. Entonces el propósito de 

dicha política no está basado en la protección, sino en un estigma discriminatorio que perpetúa suposiciones 

injustificadas sobre la capacidad, la peligrosidad y el valor de las personas con discapacidad intelectual y psicosocial, las 

cuales justifican su continua segregación, exclusión y marginación de la sociedad. Tales propósitos son manifiestamente 

incompatibles con los objetivos de la inclusión social y la igualdad que son la base de la prohibición de leyes y prácticas 

discriminatorias de conformidad con el derecho internacional. Por lo tanto, esta práctica no puede ser reconocida como 

"legítima". 

En su formulación jurídica abstracta, las disposiciones del Código Civil y el Código Procesal Civil y Mercantil sirven al 

propósito legítimo abstracto de "protección social". Específicamente, pretenden asegurar que las personas que son 

consideradas "incapaces abandonados" reciban cuidado y protección de un tutor designado en un "hogar o institución." 

Sin embargo, la Corte IDH ha establecido que, cuando existe un trato diferenciado hacia un grupo y el Estado tiene la 

intención de basar su defensa en la legitimidad del objeto perseguido por la medida, una referencia nominal a un fin 

legítimo en abstracto no es suficiente para probar que la medida es adecuada. El Estado más bien debe demostrar que 

existe una correlación específica entre la medida adoptada y la finalidad perseguida.  No existe tal correlación 47

específica en este caso. De hecho, no existe ninguna correlación entre cualquier objetivo de "protección social" 

concebible y la segregación institucional indefinida de personas con discapacidad mental como una condición para recibir 

servicios de salud mental. En pocas palabras, la prestación de servicios de salud mental no debe estar condicionado a 

renunciar al derecho a vivir en sociedad y a la participación en la vida comunitaria.  

La idea de que las personas con discapacidad mental tienen que ser institucionalmente segregadas y excluidas de la 

sociedad hasta que, desde el punto de vista médico, estén "curadas,"  se apoya en el estereotipo discriminatorio y 48

estigmatizante según el cual las personas con discapacidad mental son, como una categoría de personas, (1) incapaces o 

indignas de participar en la vida comunitaria, y (2) "peligrosas" para sí mismos y para los demás. Ninguna tiene alguna 

semejanza con la realidad. Así, la práctica regularizada de institucionalización segregada en Guatemala perpetúa 

suposiciones injustificadas, reflejando los prejuicios y el estigma históricos y profundamente arraigados relacionados con 

las personas con discapacidad psicosocial e intelectual, quienes son percibidas como individuos “enfermos”, “anormales” 

o “locos”. Estos estigmas marginan y aíslan aún más a esas personas de la sociedad, en conflicto directo con el enfoque 

social de la discapacidad de asegurar su inclusión y plena igualdad en la sociedad. El supuesto objeto "de protección 

social" en el que se basa la política de institucionalización de "incapaces abandonados" en el Federico Mora, por lo tanto, 

no puede ser considerada como un "propósito legítimo" que justifica la diferencia de trato en función de la discapacidad. 

Este trato diferencial es manifiestamente discriminatorio en virtud del artículo 24 de la Convención Americana, leído 

junto con el artículo 19 de la CDPD. 

El carácter discriminatorio de la política de segregación sostenida por décadas por el Estado de Guatemala, se basa no 

sólo en el hecho de ingresar a una persona al Federico Mora como el único "lugar" disponible para "incapaces 

abandonados", sino que también, de manera más directa, en el hecho de que el Federico Mora es la única opción 

disponible para las personas que necesitan apoyos del sector público de salud mental. La ausencia de un lugar "para 

48 Artículo 410 del CPCyM. 
47 Mutatis mutandi, Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile, CoIDH, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 24 de febrero de 2012, párr 110. 
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ir", es decir, la falta de implementación de apoyos y servicios basados en la comunidad para las personas con 

discapacidad mental, hace que la institucionalización sea discriminatoria en este caso. 

Si bien las disposiciones del Código Procesal Civil y Mercantil  no requieren que los jueces refieran a las personas con 49

discapacidad mental al Federico Mora, la realidad es que no tienen otra opción. Esta falta de opciones es un resultado 

directo de la omisión discriminatoria del Estado de no adoptar las medidas necesarias y apropiadas para promover 

la plena integración de las personas con discapacidad mental en la sociedad mediante la creación de una variedad 

de servicios y apoyos de salud mental basados en la comunidad. El hecho de que las personas detenidas en el Federico 

Mora están en un estado de "abandono" no es una justificación válida para que el Estado de Guatemala evada su 

responsabilidad internacional de promover su plena inclusión comunitaria de conformidad con el artículo 19 de la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, incluyendo la prestación razonable de servicios y 

apoyos de salud mental basados en la comunidad. 

Esta omisión discriminatoria por parte del Estado se refleja en las experiencias de prácticamente todas las personas que 

están institucionalizadas indefinidamente en el Federico Mora. Ellos se encuentran en el hospital no porque estén 

recibiendo "protección" o "atención", sino porque, como consecuencia de las omisiones discriminatorias de Guatemala, 

no tienen otro lugar adonde ir. 

Bajo el título "vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad," el artículo 19 de la CDPD es 

inequívoco en su mandato para el Estado. No sólo garantiza expresamente "la igualdad de derechos de todas las personas 

con discapacidad a vivir en la comunidad, con opciones iguales a los demás", sino que también obliga a los Estados 

Partes, como Guatemala, a “tomar medidas efectivas y pertinentes para facilitar el pleno goce las personas con 

discapacidad de este derecho y su plena inclusión y participación en la comunidad.”  Este deber es inconciliable con una 50

política de Estado que condiciona la única opción de tratamiento disponible a una detención involuntaria dentro de una 

institución segregada. De hecho, las obligaciones asumidas por el Estado Guatemala en virtud del artículo 19 de la CDPD 

claramente requieren que el Estado tome medidas concretas y específicas para garantizar que: 

a) Las personas con discapacidad tengan la oportunidad de elegir su lugar de residencia y dónde y con quién 

vivir, en igualdad de condiciones con las demás, y no se vean obligadas a vivir con arreglo a un sistema de 

vida específico;  

b) Las personas con discapacidad tengan acceso a una variedad de servicios de asistencia domiciliaria, 

residencial y otros servicios de apoyo de la comunidad, incluida la asistencia personal que sea necesaria para 

facilitar su existencia y su inclusión en la comunidad y para evitar su aislamiento o separación de ésta; y,  

c) Las instalaciones y los servicios comunitarios para la población en general estén a disposición, en igualdad de 

condiciones, de las personas con discapacidad y tengan en cuenta sus necesidades. 

Al ratificar la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, el Estado de Guatemala ha reconocido 

directamente y sin ambigüedades que, el obligar a las personas con discapacidad a vivir en el Federico Mora como la 

única opción de tratamiento disponible, es ilegal y discriminatorio. Este reconocimiento tiene dos consecuencias 

importantes.  

En primer lugar, deslegitima el argumento que el Estado podría esgrimir en el sentido de que una reparación apropiada a 

los abusos dentro del Federico Mora puede limitarse a "arreglar" el hospital. Si bien, estas mejoras pueden disminuir sin 

duda la peligrosidad intrínseca de la institución para las personas ahí detenidas, no pueden remediar la discriminación 

ilegal que implica la segregación e institucionalización de las personas con discapacidad mental como una condición para 

50 CRPD, Articulo 19.  
49 Artículos 518-522, relativos a seguridad de personas abandonadas.  
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poder acceder a la atención de salud mental. Esta extrema violación de los derechos de las presuntas víctimas requiere 

que servicios e instalaciones para la población en general estén a disposición, en igualdad de condiciones, para las 

personas con discapacidades y que responda a sus necesidades. 

En segundo lugar, se requiere que el Estado comience a tomar medidas inmediatas, efectivas y específicas que 

permitan a las personas salir de la institución e incluirse en la comunidad. Como mínimo, dichas personas incluyen a 

todos aquellas que, con o sin apoyos, están en condiciones de recibir los servicios necesarios en entornos inlcusivos 

basados en la comunidad, y que no se oponen a ser trasladados a la comunidad. Por lo tanto, las obligaciones derivadas 

del artículo 24 de la Convención Americana y 19 de la Convención sobre Discapacidad exigen la creación inmediata de 

servicios de salud mental en la comunidad, y apoyos adaptados a sus necesidades individuales, de modo que las personas 

con discapacidad no se vean obligadas a vivir en el Federico Mora, sino que puedan recibir los apoyos y servicios 

necesarios en entornos más integrados y adecuados a sus necesidades. Esto implicará, a su vez, el desarrollo de un plan 

de trabajo efectivo e integral para colocar a las personas en entornos menos restrictivos. 

En conclusión, ha quedado ampliamente demostrado que la política de institucionalización indefinida de personas con 

discapacidad, como la única opción de tratamiento disponible en el sector público de Guatemala, constituye una 

discriminación en violación del artículo 24 de la CADH y 19 de la Convención sobre Derechos de Personas con 

Discapacidad.  

 

ii​ Imposibilidad material y formal de recurrir las detenciones ilegales y de consentir 

tratamientos físicos o químicos. Violación al derecho a la capacidad jurídica, al acceso a la 

justicia y a la protección judicial. 

Para el Comité de Expertos, el internamiento involuntario en instituciones de salud mental suele conllevar la denegación 

de la capacidad jurídica para tomar decisiones sobre la atención de la salud, los tratamientos, y la admisión a algún 

hospital o institución, y por lo tanto viola el Artículo 12 juntamente con el Artículo 14 de la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad . 51

Asimismo, en sus Directrices sobre el artículo 14, el Comité ha establecido la obligación de los jueces y del personal 

médico y tratante, de respetar la voluntad de la persona y la prohibición absoluta de tratamientos forzosos:  

“El Comité ha enfatizado que los Estados Parte deben asegurar que la provisión de servicios de salud, incluyendo los 

servicios de salud mental, sean basados en el consentimiento libre e informado de la persona concernida.   En su 52

Observación General no. 1, el Comité declaró que los Estados Parte tienen la obligación de requerir a todos los 

profesionales médicos y de la salud, incluyendo a los profesionales de la psiquiatría, que obtengan el consentimiento 

libre e informado de las personas con discapacidad previo a cualquier tratamiento. El Comité ha declarado que, en 

consistencia con el derecho a la capacidad jurídica sobre la base de la igualdad con los demás, los Estados Parte tienen 

la obligación de no permitir a los tomadores sustitutos de decisión que brinden el consentimiento en nombre de 

personas con discapacidad” . 53

Honorables Magistrados, es importante señalar que desde el momento en que ingresan al Hospital, las personas sujetas a 

internamientos involuntarios pierden toda posibilidad de defenderse y ejercer por sí mismas sus derechos, pues su 

representación legal, a partir de ese momento, la adquieren los directivos del Hospital, según lo estipulado en el artículo 

308 del Código Civil, que regula la figura de la tutela legal de instituciones como el Federico Mora. Además, las personas 

que han sido declaradas en estado de interdicción, de acuerdo con lo regulado en el artículo 9 del Código Civil y conexos, 

53 Op Cit. Directrices sobre el art. 14 
52 CRPD/C/ECU/CO/1, para. 29 d), CRPD/C/NZL/CO/1, para. 30, CRPD/C/SWE/CO/1, para. 36 
51 Cfr. Ibid. 
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son sometidos a muerte civil arbitraria. Esto da carta abierta a los directivos y el personal del Hospital, para controlar la 

vida de la persona y negarles el derecho a decidir por sí mismas, como si fuesen objetos y no sujetos de derechos. 

El hecho de que las autoridades sean representantes y custodios al mismo tiempo, evidencia un claro conflicto de interés, 

porque quienes ejercen la representación legal de la persona, son las mismos personas que tienen en sus manos el control 

total de las decisiones de la persona , colocándolas en una clara posición de vulnerabilidad y ante la imposibilidad formal 54

y material de ejercer por sí mismas sus derechos. 

La restricción de la capacidad jurídica por medio de la declaratoria de interdicción y la tutela legal de los directivos, 

implica, para las personas olvidadas en el Hospital, la imposibilidad absoluta de pedir la revisión de la legalidad de su 

detención o internamiento forzoso, de ejercer su defensa, de conocer cuáles son sus derechos legales, la imposibilidad de 

manifestar su consentimiento libre e informado previo a recibir tratamientos médicos o físicos, la restricción absoluta de 

decidir acerca de la tutela de sus hijos, la imposibilidad de administrar sus bienes, de proteger su privacidad, etc. Esto 

viola claramente el artículo 7 de la Convención Americana, el cual señala que: 

“Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste 

decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención 

fueran ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada 

de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad 

de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido.  Los recursos podrán interponerse por sí o 

por otra persona”. 

Señores Magistrados, ¿cómo puede esperarse que las personas con discapacidad que se encuentran bajo tutela legal 

de otra persona, presas a merced de un tercero que controla su libertad y su cuerpo, se defiendan por sí mismas, 

cuando: (i) son personas con discapacidad intelectual o psicosocial que tienen dificultades personales para 

comprender y ejercer sus derechos; y, (ii) han sido declarados incapaces absolutamente para el ejercicio de sus 

derechos, incluyendo el derecho de petición? 

Tanto el Comité como la Relatora sobre los derechos de las personas con discapacidad, se han pronunciado respecto de la 

necesidad de abolir las figuras civiles que subrogan arbitrariamente la voluntad y preferencias de las personas con 

discapacidad. Lamentablemente, en Guatemala siguen vigentes estas instituciones, basadas en regímenes de sustitución 

de las decisiones. Así lo señaló desde su Observación General No. 1 [2014] el Comité:  

Los Estados partes deben examinar de manera holística todas las esferas de la legislación para asegurarse de que el 

derecho a la capacidad jurídica de las personas con discapacidad no esté limitado de modo distinto al de las demás 

personas. Históricamente, las personas con discapacidad se han visto privadas en muchas esferas, de manera 

discriminatoria, de su derecho a la capacidad jurídica, en virtud de regímenes basados en la sustitución en la adopción 

de decisiones, como la tutela, la curaduría y las leyes sobre la salud mental que permiten el tratamiento forzoso. Esas 

prácticas deben ser abolidas, a fin de que las personas con discapacidad recobren la plena capacidad jurídica en 

igualdad de condiciones con las demás . 55

Asimismo, la Relatora sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, en su informe temático sobre capacidad 

jurídica (2018) consideró que las reformas legislativas deben orientarse al reconocimiento de la capacidad jurídica 

universal, instando la necesaria abolición de todos los regímenes de sustitución de decisiones: 

Los Estados deben adoptar medidas inmediatas para reformar sus marcos jurídicos a fin de garantizar o restablecer el 

derecho a la capacidad jurídica de todas las personas con discapacidad. Es importante que la legislación reconozca 

55 Comité de Expertos sobre derechos de las personas con discapacidad. Observación General No. 1 [2014] sobre el artículo 12 de la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad: igual reconocimiento como persona ante la ley. Párr. 7 

54 Cfr. Disability Rights International. Informe relativo al seguimiento de la Medidas cautelares MC-370-12 decretadas por la CIDH. 2020. 
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expresamente que las personas con discapacidad tienen tanto derechos y obligaciones como la capacidad de obrar en 

función de ellos. La legislación también debe reconocer el derecho de esas personas a acceder, si lo desean, al apoyo 

para el ejercicio de la capacidad jurídica, y velar por que los arreglos de apoyo estén disponibles y sean accesibles, 

adecuados y asequibles. Los Estados deben establecer un marco jurídico propicio que facilite la creación y aplicación 

de distintos regímenes de apoyo para la adopción de decisiones, incluida la prestación de asistencia financiera y 

técnica a las organizaciones de la sociedad civil para ese fin. Todos los regímenes de sustitución en la adopción de 

decisiones deben ser derogados .  56

En el contexto de las personas con discapacidad privadas de libertad, la capacidad jurídica tiene una estrecha relación con 

el derecho a la libertad personal, según lo señala el Comité, en las Directrices sobre el artículo 14 de la Convención sobre 

los derechos de las personas con discapacidad:  

“[la] prohibición absoluta de la privación de libertad por motivo de una deficiencia real o percibida tiene vínculos muy 

fuertes con el Artículo 12 de la Convención, Igual reconocimiento como persona ante la ley.  En su Observación 

General no. 1, este Comité ha reiterado que los Estados Parte deben de abstenerse  de continuar con la práctica de la 

denegación de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad y de detenerlas en instituciones en contra de su 

voluntad, ya sea por no contar con el consentimiento libre e informado de la persona concernida, o por contar con el 

consentimiento  de un tercero que sustituya su toma de decisiones, ya que esta práctica constituye privación arbitraria 

de la libertad y viola los Artículos 12 y 14 de la Convención (…) El internamiento involuntario en instituciones de 

salud mental suele conllevar la denegación de la capacidad jurídica para tomar decisiones sobre la atención de la salud, 

los tratamientos, y la admisión a algún hospital o institución, y por lo tanto viola el Artículo 12 conjuntamente con el 

Artículo 14 (…) El Comité ha enfatizado que los Estados Parte deben asegurar que la provisión de servicios de salud, 

incluyendo los servicios de salud mental, sean basados en el consentimiento libre e informado de la persona 

concernida.   En su Observación General no. 1, el Comité declaró que los Estados Parte tienen la obligación de 57

requerir a todos los profesionales médicos y de la salud, incluyendo a los profesionales de la psiquiatría, que obtengan 

el consentimiento libre e informado de las personas con discapacidad previo a cualquier tratamiento.  El Comité ha 

declarado que, en consistencia con el derecho a la capacidad jurídica sobre la base de la igualdad con los demás, los 

Estados Parte tienen la obligación de no permitir a los tomadores sustitutos de decisión que brinden el consentimiento 

en nombre de personas con discapacidad” . 58

Como se colige a partir de lo considerado por el Comité, las personas con discapacidad suelen ser sometidas a 

tratamientos forzosos sin su libre consentimiento, estos tratamientos incluyen tanto el internamiento involuntario, como 

las sujeciones físicas y químicas forzosas, por esta razón, no puede desprenderse la vulneración a la libertad sin 

considerar en dicha vulneración las implicaciones en la capacidad, la autonomía y el libre consentimiento de la persona. 

En consecuencia, la privación ilegal por motivos de discapacidad o abandono, por medio del internamiento involuntario, 

constituye una violación directa al artículo 14, leído en conjunto con el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad, pues al encontrarse incapacitadas civilmente del ejercicio autónomo de sus derechos, 

en virtud de la declaratoria de interdicción, abandono y la tutela legal del Director del Hospital, resulta imposible material 

y formalmente para ellas defenderse por sí mismas, recurrir la detención arbitraria de su libertad y de consentir los 

tratamientos químicos y físicos de los que son víctimas dentro del Hospital. Esto las coloca en una posición de franca 

58 Comité de Expertos sobre los derechos de las personas con discapacidad. Directrices sobre el artículo 14 de la Convención sobre los 
derechos de las Personas con discapacidad.  

57 CRPD/C/ECU/CO/1, para. 29 d), CRPD/C/NZL/CO/1, para. 30, CRPD/C/SWE/CO/1, para. 36 

56 Informe de la Relatora Especial sobre los derechos de las personas con discapacidad sobre capacidad jurídica y regímenes de apoyo (2018). 
Párr. 63 
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vulnerabilidad en el ejercicio de su libertad personal, pues dicha libertad no la deciden ellas, la deciden terceros en claro 

conflicto de interés, al ser sus representantes legales y custodios al mismo tiempo. 

 

b.​ DE LOS EFECTOS PRETENDIDOS POR LOS POSTULANTES, EN CONGRUENCIA CON 

EL CARÁCTER SISTEMÁTICO DE LA VULNERACIÓN DENUNCIADA Y LAS 

OBLIGACIONES GENERALES DE RESPETO Y GARANTÍA  

i​ Del encuadramiento de los efectos pretendidos por los postulantes en el artículo 82 de la 

Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad  

Señores Magistrados, con la exposición de argumentos de hecho y de derecho relacionados en el este escrito, ha quedado 

plenamente acreditado que el Hábeas Corpus es el instrumento idóneo para denunciar las violaciones sistemáticas 

producidas en el Hospital Federico Mora. Esta idoneidad, se demuestra con el hecho de que las violaciones denunciadas 

encajan, tal como se ha argumentado, en los supuestos de procedencia regulados en el artículo 82 de la Ley de Amparo, 

Exhibición Personal y de Constitucionalidad. 

Sin embargo, es necesario hacer mención que los efectos que este Tribunal Constitucional precise en orden a brindar la 

más efectiva tutela constitucional, deben ser acordes con la naturaleza sistemática de la violación denunciada. 

De conformidad con el artículo 82 de la Ley de Amparo y Exhibición personal, la garantía de la Exhibición Personal 

tiene dos funciones concretas:  

1.​ Efecto reparador: Que se restituya o garantice la libertad de la persona ilegalmente 

presa o detenida. 

2.​ Efecto correctivo: Que cesen los vejámenes o termine la coacción de las que estuviera 

sujeta la persona.  

En ese sentido, para brindar una solución objetiva a la problemática sistémica de privación ilegal de libertad que sufren 

muchas personas segregadas de manera involuntaria en el Hospital Federico Mora, ergo, para restituir y garantizar su 

libertad, cuando la detención sea ilegal y cerciorarse que cesen los vejámenes de los que estuvieren sujetas la personas, 

solicitamos respetuosamente a este Honorable Tribunal Constitucional la emisión de una decisión que permita remediar la 

problemática denunciada en su justa dimensión, tanto en el plano de lo inmediato como en el plano de lo programático.  

Es importante mencionar que al ratificar la Convención Americana sobre Derechos Humanos  y la Convención sobre los 59

Derechos de las Personas con Discapacidad el Estado de Guatemala, asumió, sin reserva alguna, dar cumplimiento, entre 

otras, a las siguientes obligaciones:  

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los 

derechos reconocidos en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; 

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, 

costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas con discapacidad;  

c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y promoción de los derechos humanos de 

las personas con discapacidad;  

d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la presente Convención y velar por que las autoridades e 

instituciones públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella; 

i) Promover la formación de los profesionales y el personal que trabajan con personas con discapacidad respecto de los 

derechos reconocidos en la presente Convención, a fin de prestar mejor la asistencia y los servicios garantizados por 

esos derechos. 

59 Los deberes de respeto y garantía establecidos en los artículos 1 y 2 de la CADH han sido ampliamente desarrollados en la jurisprudencia 
vinculante de la Corte IDH.  
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2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes se comprometen a adoptar 

medidas hasta el máximo de sus recursos disponibles y, cuando sea necesario, en el marco de la cooperación 

internacional, para lograr, de manera progresiva, el pleno ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las obligaciones 

previstas en la presente Convención que sean aplicables de inmediato en virtud del derecho internacional.  

3. En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva la presente Convención, y en otros 

procesos de adopción de decisiones sobre cuestiones relacionadas con las personas con discapacidad, los Estados 

Partes celebrarán consultas estrechas y colaborarán activamente con las personas con discapacidad, incluidos los niños 

y las niñas con discapacidad, a través de las organizaciones que las representan.  60

 

ii. ​ Jurisprudencia comparada sobre Hábeas Corpus Colectivo y Hábeas Corpus Correctivo y 

la necesidad de erradicar el estado de cosas inconstitucional imperante en el Hospital Federico 

Mora  

La emergencia sanitaria provocada por la pandemia Covid-19, ha venido a agravar las condiciones infrahumanas de 

hacinamiento que viven muchas personas privadas de libertad, incluyendo las personas con discapacidad detenidas por 

estigmas que criminalizan sus características personales. Algo innegable resulta de este fenómeno global: existe un grado 

desproporcionado de vulnerabilidad de las personas privadas de libertad, en espacios muy cerrados, con aglomeraciones 

desmedidas y sin las medidas de higiene requeridas para contener los efectos de la pandemia. Este grado de 

vulnerabilidad se incrementa desmedidamente, cuando se trata de personas expuestas a múltiples factores de 

discriminación: personas con discapacidad, personas de edad, mujeres, adolescentes, niñas y niños.  

Señores Magistrados, los tribunales constitucionales no deben quedar expectantes frente estos fenómenos emergentes de 

vulneración masiva y sistemática de los derechos fundamentales, al contrario, su papel es adaptarse a los cambios. Tanto 

el artículo 53 de la Constitución Política como la Corte IDH refieren el deber de especial protección constitucional del 

que gozan las personas con discapacidad.  

Numerosos tribunales en la región han entendido el importante rol de la jurisdicción constitucional en el marco de la 

pandemia. Al respecto, existen muchos ejemplos comparados que evidencian la evolución que ha experimentado en el 

devenir de la última década el derecho al Hábeas Corpus en el derecho procesal constitucional contemporáneo. A guisa 

de ejemplo, la Corte Constitucional colombiana ha establecido que el alcance tutelar de la Exhibición Personal no se 

restringe de modo exclusivo a proteger el derecho a la libertad personal, sino a todos aquellos derechos afectados de 

manera indisoluble con la situación de privación de libertad. En su jurisprudencia relativa al Hábeas Corpus Correctivo, 

el tribunal en mención ha referido que:  

“[e]l cometido esencial del hábeas corpus no se puede entender restringido solo a la protección del derecho a la 

libertad sino que ha de dársele una proyección mucho más amplia en cuanto verdaderamente abarca la garantía de todo 

el conjunto de derechos fundamentales de la persona que se encuentra privada de su libertad de manera arbitraria o 

ilegal, y que por esta circunstancia se encuentran en latente y permanente amenaza. En tal medida, el radio de 

protección del hábeas corpus no se limita a cubrir solo el derecho a la libertad sino que se expande para cubrir los otros 

derechos fundamentales íntimamente relacionados con éste, y que le dan soporte, como son los derechos a la vida y a 

la integridad personal”.  61

Por su parte, el Tribunal Constitucional del Perú, se ha referido a la imposibilidad de los tribunales que tramitan Hábeas 

Corpus, de sustraerse del conocimiento de la garantía con el pretexto de no haberse individualizado a las personas 

61 Corte Constitucional colombiana. Sentencia C-187/06 
60 Artículo 4 CDPC 

 
Página 25 de 31 

 



 

supuestamente afectadas dentro de la demanda de hábeas corpus, dando así validez al instituto del Hábeas Corpus 

Colectivo. Al respecto, el tribunal peruano ha considerado lo siguiente:  

“A diferencia de los procesos ordinarios y debido a la naturaleza especial del PHC, en este proceso no existe necesidad 

de establecer de manera individualizada quiénes son los beneficiarios, pues en muchos casos tal personalización podría 

suponer una demora ilógica en el inicio del trámite del proceso, generando de este modo la irreparabilidad del agravio, 

máxime si el juez debe realizar las acciones pertinentes sobre la base del principio de dirección e impulso del proceso 

y del principio pro actione [artículo 111 del Título Preliminar del CPCo]. En ese sentido, tal como ocurre en el 

presente caso, será suficiente que el juez constitucional cuente con los elementos mínimos que le permitan determinar 

con posterioridad la individualización de los beneficiarios del PHC. No es necesario que los favorecidos en una 

demanda de hábeas corpus sean personas 'determinadas', sino que basta con que sean 'determinables'”.  62

Asimismo, recientemente, la Sala Constitucional del Poder Judicial de Costa Rica, considerando la situación 

extraordinaria en el marco de la pandemia Covid-19 otorgó un Hábeas Corpus Colectivo con efectos extensivos: 

“Aunque este proceso constitucional fue iniciado a favor de tres mujeres que según el solicitante estaban privadas de 

su libertad en la subdelegación policial de Jiquilísco, las medidas cautelares ordenadas, ahora ratificadas y ampliadas 

por esta Sala son extensivas a todas las personas que enfrenten el riesgo o la aplicación efectiva de una privación de 

libertad en forma de confinamiento o internamiento sanitario forzoso, realizado por autoridades policiales, de la Fuerza 

Armada o del Órgano Ejecutivo ante el supuesto incumplimiento de la cuarentena domiciliar establecida por el 

gobierno ante la pandemia del COVID-19. Para determinar el carácter extensivo de las medidas cautelares, este 

Tribunal valoró la situación extraordinaria en que se encuentra el país, el carácter excepcional de la forma de privación 

de libertad aplicada a los afectados y el conocimiento público de la cantidad de personas sometidas a dicha limitación 

de su libertad, lo que por sus efectos dificulta la activación rápida de los medios ordinarios de control jurisdiccional y 

amerita una respuesta efectiva de parte de esta Sala, en relación con la protección de los derechos fundamentales de 

dichas personas”.  63

Los ejemplos citados con antelación dan cuenta de cómo se ha transformado en la historia la garantía de la Exhibición 

Personal, desde su consagración en el Hábeas Corpus Amendment Act de 1,679 -como garantía a favor del súbdito contra 

los abusos de los señores feudales- hasta el día de hoy, en el contexto de la pandemia y en el marco de un Estado 

Constitucional de Derecho. 

No existe en la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad norma alguna que prohíba, restrinja o limite 

la aplicación de las modalidades de Exhibición Personal relacionadas, al contrario, la Ley de Amparo no solo permite la 

interpretación evolutiva de las garantías constitucionales, sino que exige que en la hermenéutica de sus disposiciones 

siempre se prime la consideración de los derechos fundamentales como fines de la tutela constitucional:“las 

disposiciones de esta ley se interpretarán siempre en forma extensiva, a manera de procurar la adecuada protección de 

los derechos humanos y el funcionamiento eficaz de las garantías y defensas del orden constitucional”. 

Honorables Magistrados, este caso presenta una oportunidad histórica para que en su función de garantes de la 

Constitución, Ustedes sean el primer tribunal constitucional que, además del efecto reparador para que cesen las 

privaciones ilegales existentes, también conceda un Habeas Corpus Colectivo y Correctivo y siente un precedente que 

permita, por una parte, orientar la solución al estado de cosas inconstitucional que impera en el Hospital, y por otra, 

replantear la naturaleza protectora y los alcances de la garantía de la Exhibición Personal, a la luz la jurisprudencia 

comparada ante citada, el derecho internacional y las circunstancias provocadas por la pandemia, las cuales exigen de los 

tribunales de justicia reaccionar y adaptarse a los nuevos fenómenos emergentes en el contexto de la pandemia Covid-19.  

63 Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica. HC 148-2020. 
62 Tribunal Constitucional peruano. Exp. 05842-2006-PHC/TC 
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Como se colige de lo relacionado con antelación, la situación del Hospital Federico Mora presenta una problemática sin 

parangón en la historia del encarcelamiento en el mundo (que solo encuentra parecido con los campos de concentración 

nazi, tolerables bajo el régimen fascista durante la Segunda Guerra Mundial), agravada por el hecho de que quienes son 

sometidos a privación no consentida o ilegal, son personas con discapacidad cuya vulnerabilidad se ve exponenciada por 

la aflicción que puede causar en ellas estar por tiempo indifinido encerradas.  

Es indispensable que cada caso sea examinado a la luz de los tratados internacionales, y si se llegase a determinar que son 

privaciones arbitrarias por incumplir los requisitos mínimos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, así como la 

prohibición de que la discapacidad sea el sustento suficiente de la privación, debe ordenarse el externamiento con 

garantías suficientes para que su libertad, no implique, precisamente, agravar su situación de vulnerabilidad 

existente. 

El propósito de la presente Exhibición Personal no es garantizar impunidad a personas que se encuentran internadas, en 

virtud de infracción penal, por causas ajenas a su discapacidad. El propósito es hacer justicia para que se garantice la 

libertad de aquellas personas internadas arbitrariamente debido al mero hecho de su discapacidad, aquellas olvidadas por 

jueces negligentes que no ordenan el externamiento, habiendo excedido el plazo de su privación y, además, que se 

garantice la vida y la integridad de todas las personas internadas, independientemente del motivo de su internamiento.  

Para concluir, Honorables Magistrados constitucionales, no debe soslayarse la relevancia histórica del presente caso y la 

necesidad de que se torne visible la existencia de las personas con discapacidad internadas en el Hospital Federico Mora. 

Es decisión suya cambiar el estado de cosas reprochado, o que sigan latentes las violaciones que han permanecido hasta 

ahora desde hace décadas. La existencia de los tribunales constitucionales, se justifica, precisamente, en la necesidad de 

conjurar las violaciones sistemáticas como la que impera en el Hospital Federico Mora, máxime, cuando lo que esta en 

constante amenaza es la dignidad y la vida de seres humanos históricamente olvidados. Definitivamente, dicha realidad 

no puede coexistir bajo el imperio de un Estado Constitucional de Derecho, cuyo fin primordial es garantizar los derechos 

más básicos de la persona, la vida, la integridad y la libertad. Dejar que esta situación persista a lo largo del tiempo, no 

puede sino ser calificado como un verdadero acto de negligencia que tolera el quebrantamiento perpetuo de la 

Constitución y la normalización de los factores de discriminación que han sufrido de manera histórica y estructural las 

personas con discapacidad. 

 

I.​ FUNDAMENTO DE DERECHO 

Todas las normas señaladas y: 

a.​ Constitución Política de la República de Guatemala: articulos 28 (derecho de petición) y 263 (derecho a 

la exhibición personal). 

b.​ Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad: artículos 82 (derecho a la exhibición 

personal) y 85 (legitimación para pedir exhibición).  

 

 

II.​ PETICIONES 

a.​ De trámite: 

i.​ Que se admita para su trámite la presente acción de Exhibición Personal a favor de todas las 

personas internadas en el Hospital Nacional de Salud Mental Federico Mora; 

ii.​ Se tenga por unificada la personería de los comparecientes en Silvia Judith Quan Chang. 
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iii.​ Que al comparecer a practicar la exhibición personal, el tribunal pida, a las autoridades y al 

Director del Hospital Federico Mora, copia del expediente que sustenta la privación de libertad 

de cada persona internada, y si este no tuviera en su poder copia de los expedientes, que se 

solicite la misma a los órganos que tienen el control jurisdiccional de cada proceso para la 

verificación respectiva, hasta tener certeza de la causa que motivó la privación de libertad, de 

conformidad con el artículo 94 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de 

Constitucionalidad; 

iv.​ Que al tener en su poder copia de los expedientes que sustentan la privación de libertad de cada 

persona internada, este Honorable Tribunal Constitucional reúna, sistematice y analice, en un 

tiempo razonable, todos los procesos o expedientes de cada persona internada en el Hospital 

Federico Mora, para compulsar el Acta a que alude el artículo 99 de la Ley de Amparo, 

Exhibición Personal y de Constitucionalidad y establecer con certeza la causa que originó la 

privación de libertad; 

v.​ Que el tribunal, en forma apremiante, requiera a cualesquiera autoridad judicial o 

gubernamental, el auxilio necesario para el desempeño de su cargo, de conformidad con las 

preeminencias que le concede el artículo 102 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de 

Constitucionalidad; 

vi.​ Por ser aplicable por supletoriedad y debido a la relevancia del proceso constitucional de 

mérito, de conformidad con el artículo 113 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de 

Constitucionalidad, que se llame como terceros interesados al Ministerio Público, al Procurador 

de los Derechos Humanos, al Consejo Nacional para la Atención de las Personas con 

Discapacidad y a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas Para los Derechos 

Humanos, y se les conceda audiencia por un tiempo razonable, a partir de la notificación de la 

presente demanda. 

vii.​ Que las diligencias solicitadas en los numerales ii y iii precedentes, no interrumpan la 

continuidad y el impulso de oficio que corresponde al carácter urgente de esta garantía 

constitucional, como lo prescribe el artículo 88 de la Ley de Amparo, Exhbición Personal y de 

Constitucionalidad. 

b.​ De fondo: 

i.​ Que al dictar la decisión definitiva, el Tribunal Constitucional declare el estado de cosas 

inconstitucional en el Hospital Nacional de Salud Mental, Carlos Federico Mora; 

ii.​ Que el Tribunal Constitucional, luego de dictada la resolución definitiva que declare con lugar 

la Exhibición Personal, supervise el cumplimiento de su decisión hasta que se restaure la 

libertad de las personas detenidas ilegal o arbitrariamente, y cesen las vejaciones, tortura y otros 

tratos crueles, inhumanos y degradantes de los que fueren víctimas, de conformidad con el 

artículo 112 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad.   

Medidas inmediatas:  

iii.​ Con el estudio de cada caso y del examen de la decisión que motivó la privación, se ordene al 

Director del Hospital Federico Mora el externamiento de las personas privadas de libertad que 

se encuentran en condiciones de egreso -esto es, que no estén en situación de abandono y 

que cuenten con apoyos para ser incluidas en su círculo familiar y comunitario de 
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conformidad con el artículo 19 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad- entre otras, por las siguientes circunstancias: 

1.​ Personas privadas de libertad ilegal o arbitrariamente, cuando la privación se sustenta 

en la existencia de una discapacidad, en contravencion al artículo 14 de la Convención 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

2.​ Personas privadas de libertad de forma indefinida, en virtud de medida de seguridad de 

internamiento civil o penal, sin garantía de un plazo definido y sin garantía de revisión 

periódica de la medida. 

3.​ Personas ilegalmente presas, tras haber transcurrido el plazo de su internamiento; 

4.​ Personas con discapacidad ilegalmente presas sin la manifestación de su libre 

consentimiento. 

5.​ Personas con riesgo exponenciado de muerte al contraer Covid-19, siempre que se 

garanticen medidas de protección que mejoren su estado de salud. 

6.​ Personas sin discapacidad, cuya privación de libertad involuntaria no tenga ninguna 

justificación constitucional; 

iv.​ Ordernar al Estado de Guatemala a llevar a cabo estas acciones en coordinación con las 

víctimas y sus representantes, de conformidad con lo establecido por la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad.  

v.​ Ordenar al Ministero de Salud Pública y Asistencia Social, a proporcionar equipo de 

protección e insumos suficientes de higiene considerando el alto grado de vulnerabilidad de las 

personas internadas y del personal sanitario en el Hospital Federico Mora durante el tiempo que 

dure la pandemia Covid-19. 

vi.​ Ordenar al Director, a las autoridades, al personal y a los custodios del Hospital Federico Mora 

a prevenir y abstenerse de cometer cualquier tipo de amenaza contra la integridad física, 

psicológica y moral de las personas internadas en el Hosítal Federico Mora. 

vii.​ Ordenar al Director del Hospital Federico Mora a destituir y deducir responsabilidades a los 

custodios, funcionarios y empleados que han participado de forma activa o pasiva en actos de 

tortura física, psicológica y otros tratos inhumanos contra las personas detenidas en el Hospital 

Federico Mora. 

viii.​ Ordenar al Ministerio Público a investigar y promover con debida diligencia la investigación y 

persecución contra los autores de las muertes violentas ocurridas bajo circunstancias 

sospechosas y otros actos de tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes. 

ix.​ Reparar integralmente a las personas y familias víctimas de las graves violaciones a derechos 

humanos ocurridas en el Hospital. 

Medidas programáticas  

x.​ Con relación a las personas en situación de abandono a las cuales no se les ha garantizado su 

derecho humano a vivir de forma independiente reconocido en el artículo 19 de la Convención 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ordenar al Estado de Guatemala a que, 

en un plazo razonable, con recursos suficientes, medidas de evaluación específicas y a través de 

sus instituciones competentes, establecezca, coordine y ejecute una Estrategia de 

Desinstitucionalización de las personas detenidas y segregadas en el Hospital Federico Mora y, 
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de esa manera, garantice las condiciones y los apoyos que les permitan ejercer su derecho a 

vivir de manera independiente y a ser incluido en la comunidad, de conformidad con lo 

establecido por el Artículo 19 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad, así como las Observaciones finales del Comité de Expertos sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad sobre Guatemala. Estos servicios y apoyos incluyen, pero no 

se limitan, al acceso a: una vivieda segura en un entorno comunitario; a la seguridad social; a 

atención médica adecuada y proporcionada con el consentimiento libre e informado de la 

persona; y a oportunidades laborales y de educación.  

xi.​ Exhortar al Presidente de la República, para designar la institución responsable de coordinar el 

cumplimiento de la Estrategia de Desinstitucionalización del Hospital Federico Mora, en 

congruencia con los efectos restitutivos y correctivos derivados del otorgamiento de la tutela del 

presente Hábeas Corpus. 

xii.​ Exhortar al Presidente de la República y al Congreso de la República, a revisar la legislación y 

políticas en materia de personas con discapacidad privadas de libertad, a la luz de los 

compromisos internacionales asumidos. 

xiii.​ Recordar al Presidente de la República y al Congreso de la República la urgente necesidad de 

establecer un mecanismo independiente que supervise los centros de internamiento de personas 

con discapacidad, incluidos los centros donde se encuentran niños y niñas con discapacidad, a 

fin de ofrecer prevención y protección contra actos que puedan considerarse como tortura y 

otros tratos y penas crueles, inhumanos o degradantes, de acuerdo con las Observaciones finales 

del Comité contra la Tortura (CAT/C/GTM/CO/5-6,2013) en relación a los hospitales 

psiquiátricos, instituciones de intemamiento de personas con discapacidad y centros 

penitenciarios para evitar el intemamiento de personas condenadas por delitos y personas con 

discapacidad. 

xiv.​ Ordenar, a las Autoridades del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, a revisar los 

protocolos de seguridad y salud ocupacional, a la luz de los estándares internacionales en 

materia de Salud y Seguridad en el Trabajo de la Organización Internacional del Trabajo, la 

Organización Mundial de la Salud y otros Organismos autorizados, con énfasis en protección de 

los derechos de grupos en condición de vulnerabilidad. 

xv.​ Ordenar, a las Autoridades del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, a revisar los 

protocolos y programas de atención integral, incluyendo atención médica, psicológica y 

psiquiática de las Personas con discapacidad intelectual y mental internadas en el Hospital 

Federico Mora y que estos sean compatibles con las normas y los estándares internacionales 

sobre derechos de las personas con discapacidad intelectual y psicosocial. 

xvi.​ Ordenar, a la Secretaría de Fortalecimiento Judicial y Cooperación del Organismo Judicial y a 

los abogados y auxiliares judiciales de este Tribunal, la elaboración de informes periódicos 

semanales que permitan a este Honorable Tribunal Constitucional supervisar el cumplimiento 

de la decisión que conceda la Exhibición Personal. 

xvii.​ Ordenar a la Escuela de Estudios Judiciales, la implementación de programas de capacitación 

específicos, para abordar la situación del Hospital Federico Mora y prevenir detenciones 

ilegales o arbitrarias decretadas en contravención a los tratados y estándares internacionales en 
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materia de derechos humanos y la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

discapacidad, estableciendo como grupos focales los tribunales civiles, de familia y penales de 

sentencia y de ejecución. 

CITA DE LEYES: Artículos 2, 4, 6, 28 y 263 de la Constitución Política de la República de Guatemala; 82 y 85 de la 

Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad; 3 Declaración Universal de Derecho Humanos; 9 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 7 de la Convención Americana sobre derechos Humanos; y, 14 de la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.  

Se adjuntan siete (7) copias del presente memorial.  

 

Guatemala, dos de octubre de dos mil veinte. 

 

 

f)  ____________________________     f) ______________________________        

         Silvia Judith Quan Chang                      Mayra Yanet Recinos Bekker 

 

 

f) _____________________________      f) _____________________________ 

    Ada Mirlena Melgar Quiñonez                  Josúe Rodolfo Canú Granados     

 

 

f) ___________________________          f) ____________________________ 

  Claudia Marina Ordoñez Torres                 Gustavo Adolfo Muñoz Solis 

 

 

______________________________ 

f)  Wiliam Alexander Zapeta Osorio  

 

A ruego de Priscila Lucia Rodriguez Benavidez, quien de momento no puede firmar y en nuestro auxilio, dirección y 

procuración:  
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